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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 87 

DE 2015, SENADO
por medio de la cual se regula el servicio de Trans-
porte Asistencial Especializado (TAE), de pacientes 
en condición de discapacidad y/o de urgencias no 

vitales.
Bogotá, D. C., 6 de abril de 2016
Honorable Senador
ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ
Presidente Comisión Séptima Constitucional
Senado de la República
E. S. D.
Asunto: Informe de Ponencia para Primer De-

bate al Proyecto de ley número 87 de 2015, Senado, 
por medio de la cual se regula el servicio de Trans-
porte Asistencial Especializado (TAE), de pacientes 
en condición de discapacidad y/o de urgencias no vi-
tales.

Respetado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la honora-

ble Mesa Directiva de la Comisión Séptima Constitu-
cional del Senado de la República y de conformidad 
con lo establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª de 
1992, procedemos a rendir Informe de Ponencia para 
Primer Debate al Proyecto de ley número 87 de 2015, 
Senado, por medio de la cual se regula el servicio de 
Transporte Asistencial Especializado (TAE), de pa-
cientes en condición de discapacidad y/o de urgencias 
no vitales”, en los siguientes términos:

La presente ponencia se desarrollará de la siguiente 
manera:

1. Antecedentes de la iniciativa.
���-XVWL¿FDFLyQ�\�FRQVLGHUDFLRQHV�GHO�SUR\HFWR�

3. Marco Legal y Constitucional.
4. Conceptos.
���3OLHJR�GH�PRGL¿FDFLRQHV�
6. Proposición.
1. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA
El proyecto de ley es de iniciativa del honorable 

Senador Guillermo García Realpe, el cual fue radica-
do ante la Secretaría General del Senado de la Repú-
blica, el 8 de septiembre de 2015 con el número 87 y 
publicado en la Gaceta del Congreso número 686 de 
la misma anualidad.

Posteriormente el proyecto fue enviado a la Comi-
sión Séptima de Senado y fueron designados ponentes 
para primer debate, los honorable Senadores Édinson 
Delgado Ruiz (Coordinador), Luis Évelis Andrade 
Casamá, Eduardo Enrique Pulgar Daza, Orlando Cas-
tañeda Serrano y Jesús Alberto Castilla Salazar.

2. JUSTIFICACIÓN Y CONSIDERACIONES 
DEL PROYECTO

(O�SUHVHQWH�SUR\HFWR�GH�OH\�WLHQH�FRPR�¿QDOLGDG�
garantizar los derechos fundamentales a la salud, a la 
vida, y dignidad de los colombianos que se encuen-
tran en situación de discapacidad física y/o cognitiva 
ya sea temporal o permanente, por medio del servi-
cio de Transporte Asistencial Especializado (TAE), 
HQ�FDVR�GH�XUJHQFLDV�QR�YLWDOHV��FRQ�HO�¿Q�GH�JDUDQ-
tizar la vida digna y permitir el desarrollo laboral, 
cultural y social, prestando un servicio real de acuer-
do a la necesidad de los pacientes quienes enfrentan 
múltiples obstáculos para el desarrollo normal de su 
recuperación y evolución de sus tratamientos, facili-
tando su movilidad, garantizando a los usuarios del 
sistema público de salud, que se encuentren en estas 
condiciones especiales, un acceso efectivo y digno a 
la prestación de servicios de salud establecidos en el 
Plan Obligatorio de Salud.



Página 2 Jueves, 21 de abril de 2016 GACETA DEL CONGRESO  169

1. Consideraciones
De conformidad con el mandato contenido en los 

artículos 48 y 49 de la Carta Política, y con el interés 
de regular, reglamentar y dar contenido al derecho a 
la salud, el Congreso de la República expidió la Ley 
100 de 1993, por la cual se crea el Sistema de Seguri-
dad Social Integral y se dictan otras disposiciones. A 
través de dicho sistema, se dispuso de un conjunto de 
instituciones, normas y procedimientos encaminados 
a lograr el acceso progresivo de todas las personas a 
la prestación de los servicios de salud que requieran y 
que les permitan gozar de una calidad de vida acorde 
con la dignidad humana, mediante un esquema de ase-
guramiento.

Así las cosas, de conformidad con el artículo 166 
de la Ley 100 de 1993, el sistema general de seguri-
dad social de salud, crea las condiciones de acceso a 
un plan obligatorio de salud para todos habitantes del 
territorio nacional que permite la protección integral 
de las familias a la maternidad y enfermedad general, 
en las fases de promoción y fomento de la salud y la 
prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación 
para todas las patologías, según la intensidad de uso y 
ORV�QLYHOHV�GH�DWHQFLyQ�\�FRPSOHMLGDG�TXH�VH�GH¿QDQ�

La Constitución Política en los artículos 13 y 47 
brindan una protección especial a quienes por su con-
dición económica, física o mental, se encuentren en 
FLUFXQVWDQFLD�GH�GHELOLGDG�PDQL¿HVWD�\�DGLFLRQDOPHQ-
te señala como un deber del Estado adelantar políticas 
de previsión e integración social para las personas en 
condición de discapacidad, a quienes se les deberá ga-
rantizar la prestación digna de la atención especializa-
da que requieran.

De otra parte, la Ley 1346 de 2009, por medio de la 
cual se aprueba la “Convención sobre los Derechos 
de las personas con Discapacidad”, adoptada por la 
Asamblea General de la Naciones Unidas, el 13 de di-
ciembre de 2006, busca promover, proteger y asegurar 
el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales por 
todas las personas con discapacidad, y promover el 
respeto de su dignidad inherente.

Así mismo, la Ley 1618 de 2013, “por medio de 
la cual se establecen las disposiciones para garanti-
zar el pleno ejercicio de los derechos de las personas 
con discapacidad”, señala en el artículo 10 numeral 
2 algunas obligaciones de las Entidades Prestadoras 
de Servicios de Salud para garantizar el derecho a la 
salud para las personas con discapacidad, así:

a) Garantizar la accesibilidad e inclusión de las 
personas con discapacidad en todos sus procedimien-
tos, lugares y servicios; (…)

e) Eliminar cualquier medida, acción o procedi-
miento administrativo o de otro tipo, que directa o 
LQGLUHFWDPHQWH� GL¿FXOWH� HO� DFFHVR� D� ORV� VHUYLFLRV� GH�
salud para las personas con discapacidad;

Ahora bien, la Ley 1751 de 2015, por medio de 
la cual se regula el derecho fundamental a la salud y 
se dictan otras disposiciones, reconoce la importancia 
en la prestación del servicio de la salud a la población 
que se encuentra en condiciones de especial protec-
ción, señalando lo siguiente:

Artículo 11. Sujetos de especial protección. La 
atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en 
estado de embarazo, desplazados, víctimas de violen-
FLD�\�GHO� FRQÀLFWR�DUPDGR�� OD�SREODFLyQ�DGXOWD�PD-
yor, personas que sufren de enfermedades huérfanas 
y personas en condición de discapacidad, gozarán de 
especial protección por parte del Estado. Su atención 
en salud no estará limitada por ningún tipo de res-
tricción administrativa o económica. Las institucio-
QHV�TXH�KDJDQ�SDUWH�GHO�VHFWRU�VDOXG�GHEHUiQ�GH¿QLU�
procesos de atención intersectoriales e interdiscipli-
narios que le garanticen las mejores condiciones de 
atención.

En el caso de las mujeres en estado de embarazo, 
se adoptarán medidas para garantizar el acceso a los 
servicios de salud que requieren durante el embarazo 
y con posterioridad al mismo y para garantizar que 
puedan ejercer sus derechos fundamentales en el mar-
co del acceso a servicios de salud.

(…)
De otra parte el artículo 25 de la Ley 1438 de 2011, 

estableció que ³(O�3ODQ�GH�%HQH¿FLRV�GHEHUi�DFWXDOL-
zarse integralmente una vez cada dos (2) años aten-
GLHQGR�D�FDPELRV�HQ�HO�SHU¿O�HSLGHPLROyJLFR�\�FDUJD�
de la enfermedad de la población, disponibilidad de 
recursos, equilibrio y medicamentos extraordinarios 
QR�H[SOtFLWRV�GHQWUR�GHO�3ODQ�GH�%HQH¿FLRV���«�´�

Por lo anterior el Ministerio de Salud y Protec-
ción Social expidió la Resolución número 5521 del 
27 de diciembre de 2013, SRU�OD�FXDO�VH�GH¿QH��DFODUD�
y actualiza integralmente el Plan Obligatorio de Sa-
lud (POS), la cual incluye el servicio de atención y 
manejo de enfermería, como cobertura de “atención 
domiciliaria”, lo cual le da a las EPS la posibilidad de 
RUJDQL]DU� OD�DWHQFLyQ�TXH�EHQH¿FLH�DO�D¿OLDGR�\�PH-
jore su calidad de vida; adicionalmente en el artículo 
124 y 125, se señala lo relacionado con el transporte 
o traslado de pacientes, enunciando que el Plan Obli-
gatorio de Salud cubre el traslado acuático, aéreo y 
terrestre en ambulancia básica o medicalizada o en un 
medio diferente a una ambulancia, así:

“Artículo 124. Transporte o traslados de pacien-
tes. El Plan Obligatorio de Salud cubre el traslado 
acuático, aéreo y terrestre (en ambulancia básica o 
medicalizada), en los siguientes casos:

-- Movilización de pacientes con patología de ur-
gencias desde el sitio de ocurrencia de la misma hasta 
una institución hospitalaria, incluyendo el servicio 
prehospitalario y de apoyo terapéutico en unidades 
móviles.

-- Entre instituciones prestadoras de servicios de 
salud dentro del territorio nacional de los pacientes 
remitidos, teniendo en cuenta las limitaciones en la 
oferta de servicios de la institución en donde están 
siendo atendidos, que requieran atención en un ser-
vicio no disponible en la institución remisora. Igual-
mente para estos casos está cubierto el traslado en 
ambulancia en caso de contrarreferencia.

El servicio de traslado cubrirá el medio de trans-
SRUWH�GLVSRQLEOH�HQ�HO�PHGLR�JHRJUi¿FR�GRQGH�VH�HQ-
cuentre el paciente, con base en su estado de salud, 
el concepto del médico tratante y el destino de la re-
misión, de conformidad con la normatividad vigente.
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Así mismo, se cubre el traslado en ambulancia del 
paciente remitido para atención domiciliaria si el mé-
dico así lo prescribe.

Artículo 125. Transporte del paciente ambulato-
rio. El servicio de transporte en un medio diferente a 
la ambulancia, para acceder a una atención incluida 
en el Plan Obligatorio de Salud, no disponible en el 
PXQLFLSLR�GH�UHVLGHQFLD�GHO�D¿OLDGR��VHUi�FXELHUWR�FRQ�
cargo a la prima adicional para zona especial por dis-
SHUVLyQ�JHRJUi¿FD�

Parágrafo. Las EPS, igualmente deberán pagar el 
transporte del paciente ambulatorio cuando el usua-
rio debe trasladarse a un municipio distinto a su re-
sidencia para recibir los servicios mencionados en 
el artículo 10 de esta resolución, cuando existiendo 
estos en su municipio de residencia la EPS no los hu-
biere tenido en cuenta para la conformación de su red 
de servicios. Esto aplica independientemente de si en 
el municipio la EPS recibe o no una UPC diferencial.

Como se evidencia, en la actualidad, el servicio de 
transporte, se encuentra limitado dentro del Plan Obli-
gatorio de Salud, por lo tanto, la prestación de este 
servicio corresponde en ciertos casos a una obligación 
de las EPS. La honorable Corte Constitucional en Sen-
tencia de Tutela T-206 del quince (15) de abril de dos 
mil trece (2013), con ponencia del Magistrado Jorge 
Iván Palacio Palacio, establece que las EPS deberán 
asumirlo en los siguientes eventos:

1. Un paciente sea remitido en ambulancia por una 
IPS a otra, cuando la primera no cuente con el servicio 
requerido.

2. Se necesite el traslado del paciente en ambu-
lancia para recibir atención domiciliaria bajo la res-
ponsabilidad de la EPS y según el criterio del médico 
tratante.

3. Un paciente ambulatorio deba acceder a un ser-
vicio que no esté disponible en el municipio de su re-
sidencia y necesite ser transportado en un medio dife-
rente a la ambulancia.

Como podemos ver, el Plan Obligatorio de Salud 
garantiza el cubrimiento del transporte para el pacien-
te ambulatorio que requiere cualquier evento o trata-
miento previsto en él, no es absoluto, dado que este 
cubrimiento tiene lugar siempre y cuando se cumplan 
unos requisitos determinados, por lo que podemos 
concluir que el acceso al servicio de salud puede verse 
afectado, dada la imposición de estos requisitos.

Por lo anterior y en aras de garantizar efectivamen-
te el derecho fundamental a la salud, es conveniente 
que el Plan Obligatorio de Salud, incluya el Trans-
porte Asistencial Especializado para los pacientes con 
urgencias no vitales y/o con discapacidad física y/o 
FRJQLWLYD�WHPSRUDO�R�GH¿QLWLYD�GDGR�TXH�QR�H[LVWH�HQ�
la actualidad una regulación respecto a este tema en 
concreto y el cual reviste de vital importancia en la 
búsqueda de garantizar dos elementos esenciales del 
derecho a la salud: la accesibilidad física y la accesi-
bilidad económica.

En la Sentencia T-206 de 2013, enunciada anterior-
mente, se establece:
³(VWH� FRQÀLFWR�� TXH� FRQWUDUtD� OD�JDUDQWtD�GH�DF-

cesibilidad económica del derecho a la salud, es re-

currente y no en pocas ocasiones ha sido resuelto por 
esta Corte en sede de tutela. Para ello, la corporación 
ha hecho referencia a múltiples fuentes, como son los 
elementos derecho internacional público, a propósito 
del contenido mínimo del derecho fundamental a la 
salud, y su relación con las disposiciones legales y 
reglamentarias sobre el derecho al transporte, como 
medio para acceder a los servicios de salud que se 
requieren con necesidad.

Pues bien, esta corporación integró al desarrollo 
constitucional del derecho fundamental a la salud, el 
elemento de accesibilidad y sus cuatro dimensiones. 
Por tratarse de criterios generales sobre las condicio-
nes mínimas en que los usuarios deben acceder a los 
servicios que brinda el Sistema de Salud, tales dimen-
siones son protegidas por vía de tutela.
(VSHFt¿FDPHQWH��FXDQGR�XQD�SHUVRQD�UHTXLHUH�XQ�

servicio de salud en un municipio diferente al de resi-
dencia, el cual supone gastos de transporte, para to-
dos los casos, y gasto de estadía, en algunos de ellos, 
estamos frente a dos elementos esenciales del derecho 
a la salud: la accesibilidad física y la accesibilidad 
económica”.

En consecuencia, se concluye que toda persona 
tiene derecho a acceder a los servicios de salud que 
requiera, sin discriminar si se trata de personas con 
discapacidad física y/o cognitiva, sean urgencias vita-
les o no vitales, lo cual puede implicar tener derecho 
a los medios de transporte, independientemente de la 
situación económica del usuario.

Adicionalmente, en la Sentencia T-149 del siete 
(7) de marzo de dos mil once (2011), con Ponencia 
del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, se 
coligió:

“(...) queda establecido que es obligación de todas 
las EPS, suministrar el costo del servicio de transpor-
te, cuando ellas mismas autorizan la práctica de un 
determinado procedimiento médico en un lugar dis-
tinto al de la residencia del paciente, por tratarse de 
una prestación que se encuentra comprendida en los 
FRQWHQLGRV�GHO�326��(VWR�GHQWUR�GH�OD�¿QDOLGDG�FRQV-
titucional de que se remuevan las barreras y obstácu-
ORV�TXH�OHV�LPSLGHQ�D�ORV�D¿OLDGRV�DFFHGHU�RSRUWXQD�\�
H¿FD]PHQWH�D�ORV�VHUYLFLRV�GH�VDOXG�TXH�UHTXLHUHQ�FRQ�
necesidad”.

Tal como indica la jurisprudencia previamente re-
lacionada, tenemos que, si bien es cierto, la acción de 
tutela es una herramienta efectiva, es improcedente 
cuando se trata de actos generales, impersonales y 
abstractos (Decreto número 2591 de 1991, artícu-
lo 6°, numeral 5. Por lo tanto, cabe concluir que, la 
obligatoriedad de la prestación del servicio de Trans-
porte Asistencial Especializado (TAE), para los casos 
de personas con discapacidad ya sea temporal y/o de-
¿QLWLYD� HQ�FDVR�GH�XUJHQFLDV�GH� FDUiFWHU�QR�YLWDO� QR�
pueden depender del cumplimiento de los requisitos 
de forma previstos en la jurisprudencia, sino que debe 
estar garantizado en todos los casos por la legislación, 
FRQ�HO�¿Q�GH�SURWHJHU�OD�YLGD��OD�LQWHJULGDG�ItVLFD�\�HO�
estado de salud del usuario con discapacidad.

En cuanto a la normatividad vigente, en materia de 
transporte al discapacitado, el Decreto número 1660 
de 2003, por el cual se reglamenta la accesibilidad 



Página 4 Jueves, 21 de abril de 2016 GACETA DEL CONGRESO  169

a los modos de transporte de la población en gene-
ral y, en especial, de las personas con discapacidad, 
no contempla alguna garantía para el discapacitado 
en situación de urgencia no vital. Es por eso que este 
proyecto de ley pretende crear mecanismos legales 
para garantizar el acceso al servicio de salud a las per-
sonas con discapacidad, para ello se deberá disponer 
que el servicio de Transporte Asistencial Especializa-
do (TAE), deberá ser prestado por las IPS las cuales 
se vincularán con las EPS, ARL, Aseguradoras y, en 
general, todas las instituciones y/o empresas que con-
forman el sistema de la seguridad social, para garan-
tizar la prestación del servicio. Por consiguiente y en 
concordancia con la normatividad, estas IPS deberán 
dar cumplimiento a la normatividad técnica estable-
cida por el Icontec en cuanto al traslado colectivo de 
pacientes (Norma Técnica Colombiana 5617-1 Vehí-
culos y 5617-2 Servicios. Regulación Icontec en cuan-
to al traslado de pacientes, expedida el 20 de agosto de 
2008) y se acogerán a los requerimientos que establez-
ca el Ministerio de Transporte para su funcionamiento.

Cabe anotar que las IPS que se dispongan a pres-
tar los servicios de transporte para personas con dis-
capacidad, deberán acogerse al Código Nacional de 
Tránsito Terrestre, Ley 769 del 2002, por la cual se 
expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se 
dictan otras disposiciones, o su equivalente y cumplir 
con todos los requerimientos necesarios en materia de 
transporte, para garantizar la seguridad de los usuarios 
disminuidos por una discapacidad temporal o perma-
nente, garantizando de esta manera su acceso al servi-
cio de salud.

Por lo anterior solicito a los miembros de la Comi-
sión Séptima, dar primer debate al proyecto de ley en 
estudio, en aras de materializar y garantizar el derecho 
de las personas en condición de discapacidad.

3. MARCO LEGAL Y CONSTITUCIONAL
La Constitución Política colombiana establece:

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos de-
rechos, libertades y oportunidades sin ninguna discri-
minación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o ¿ORVy¿FD�

El Estado promoverá las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
PDQL¿HVWD�\�VDQFLRQDUi�ORV�DEXVRV�R�PDOWUDWRV�TXH�
contra ellas se cometan. (Negrillas fuera del texto 
original).

Artículo 47. El Estado adelantará una política de 
previsión, rehabilitación e integración social para los 
disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes 
se prestará la atención especializada que requieran. 

La protección especial a los discapacitados enton-
ces, está consagrada en la Constitución como un de-
ber, que obliga al Estado a adelantar políticas de pre-
visión e integración social para los discapacitados, a 

quienes se les deberá garantizar la prestación digna de 
la atención especializada que requieran.

Así mismo la ley estatutaria de la salud, Ley 1751 
de 2015, reconoce la importancia en la prestación del 
servicio de la salud a la población que se encuentra en 
condiciones de especial protección:

Artículo 11. Sujetos de especial protección. La 
atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en 
estado de embarazo, desplazados, víctimas de violen-
FLD�\�GHO� FRQÀLFWR�DUPDGR�� OD�SREODFLyQ�DGXOWD�PD-
yor, personas que sufren de enfermedades huérfanas 
y personas en condición de discapacidad, gozarán de 
especial protección por parte del Estado. Su atención 
en salud no estará limitada por ningún tipo de res-
tricción administrativa o económica. Las institucio-
QHV�TXH�KDJDQ�SDUWH�GHO�VHFWRU�VDOXG�GHEHUiQ�GH¿QLU�
procesos de atención intersectoriales e interdiscipli-
narios que le garanticen las mejores condiciones de 
atención.

En el caso de las mujeres en estado de embarazo, 
se adoptarán medidas para garantizar el acceso a los 
servicios de salud que requieren durante el embarazo 
y con posterioridad al mismo y para garantizar que 
puedan ejercer sus derechos fundamentales en el mar-
co del acceso a servicios de salud.

Así mismo las siguientes normas:
a) Ley 100 de 1993. Asunto: Crea el Sistema de 

Seguridad Social integral;
F��/H\������GH�������$VXQWR��0RGL¿FD�HO�6LVWHPD�

General de Seguridad Social en Salud;
d) Ley 1438 de 2011. Asunto: Incorpora reformas 

al Sistema General de Seguridad Social en Salud;
e) Resolución número 5521 de 2013. Asunto: por 

OD� FXDO� VH�GH¿QH�� DFODUD�\� DFWXDOL]D� LQWHJUDOPHQWH� HO�
Plan Obligatorio de Salud (POS);

f) Ley 361 de 1997: Asunto: Establece mecanismos 
de integración social de las personas con limitación y 
dicta otras disposiciones;

g) Ley 769 del 2002, por la cual se expide el Có-
digo Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan otras 
disposiciones;

h) Decreto número 806 de 1998. Asunto: Regla-
PHQWD�OD�D¿OLDFLyQ�DO�5pJLPHQ�GH�6HJXULGDG�6RFLDO�
HQ�6DOXG�\�OD�SUHVWDFLyQ�GH�ORV�EHQH¿FLRV�GHO�VHUYL-
cio público esencial de Seguridad Social en Salud y 
como servicio de interés general, en todo el territorio 
nacional;

i) Decreto número 1660 de junio 16 de 2003. Asun-
to: Por el cual se reglamenta la accesibilidad a los mo-
dos de transporte de la población en general y, en es-
pecial, de las personas con discapacidad;

j) Decreto número 4107 de 2011. Asunto: Determi-
na los objetivos y la estructura del Ministerio de Salud 
y Protección Social e integra el Sector Administrativo 
de Salud y Protección Social;

k) Circular número 027 del 13 de junio de 2012. 
Asunto: Continuidad en la prestación de servicios de 
salud respecto de la población de 18 a 59 años de edad, 
D¿OLDGD�DO�UpJLPHQ�VXEVLGLDGR��EHQH¿FLDULD�D�SDUWLU�GHO�
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���GH�MXOLR�GH������GH�OD�8QL¿FDFLyQ�GHO�3ODQ�2EOLJD-
torio de Salud (POS);

l) Norma Técnica Colombiana (NTC), 5617 partes 
1 y 2. Asunto: Establece los requisitos mínimos a los 
que se deben someter los vehículos para el traslado 
colectivo de pacientes;

m) Sentencia T-760 del 2008 de la honorable Corte 
Constitucional. Asunto: Responde al problema de la 
FRQWLQXD�YXOQHUDFLyQ�DO�GHUHFKR�D�OD�VDOXG�\�ODV�GL¿FXO-
tades estructurales del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, resultado de fallas en su regulación.

4. CONCEPTOS
Se solicitó concepto al Ministerio de Salud y Pro-

tección Social, el día 29 de septiembre del presente 
año, pero dicha cartera no se pronunció frente al pre-
sente proyecto de ley.

Así mismo se solicitó concepto al Presidente del 
Consejo Nacional de Discapacidad, el cual se pronun-
FLy�PHGLDQWH�2¿FLR�2),��������������-06&��������
del 20 de octubre de 2015, en los siguientes términos:

“Una vez analizado el contenido, conceptos y len-
guajes utilizados, resulta necesario hacer las siguien-
tes precisiones:

±�/D�VLWXDFLyQ�GH�GLVFDSDFLGDG�FRUUHVSRQGH�D�GH¿-
ciencias a largo plazo, razón por la cual no correspon-
de el término “temporal”.

±�(O� WHUPLQR� R¿FLDO� SDUD� UHIHULUVH� D� ODV� SHUVRQDV�
que presentan esta condición es “personas con disca-
pacidad” y no discapacitados como se expresa a lo lar-
go del articulado y de la exposición de motivos.

– Si el servicio corresponde a urgencias de ca-
rácter no vital y como se plantea en la exposición de 
motivos, el TAE “deberá ser ubicado dentro de los 
Sistemas de Emergencias Médicas, en el entendido 
de que estos sistemas también incluyen las formas 
de transporte en caso de urgencias no vitales para 
pacientes en situación de discapacidad física y/o 
cognitiva, temporal o permanente”, no es coherente 
que en el articulado se determine que el servicio de 
Transporte Asistencial Especializado, tenga una co-
bertura durante el tiempo que dure su recuperación 
y/o tratamiento.

- Entiendo que el espíritu del Proyecto es que una 
IPS tenga dedicación exclusiva en la prestación de 
este servicio, cuando señala que “Las IPS que pres-
ten el servicio de Transporte Asistencial Especiali-
zado (TAE), deberán dedicarse exclusivamente a la 
prestación de este servicio”, en tal sentido resulta 
indispensable contar con la fundamentación que dio 
viabilidad a que se pudiera considerar que se cuenta 
con una red prestadora de este servicio en ese caso 
HVSHFt¿FR�

Nos preocupan las consideraciones de improce-
dencia e inconveniencia del proyecto por cuanto de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley Estatutaria de 
Salud, el Plan Obligatorio de Salud (POS), que con-
tiene el listado de intervenciones, actividades y pro-
FHGLPLHQWRV� D� ¿QDQFLDU� FRQ� OD� 8QLGDG� GH� 3DJR� SRU�
Capitación, este pasará a ser sustituido por un listado 
de exclusiones.

De igual manera observamos que el proyecto ca-
UHFH�GH�ODV�FRQGLFLRQHV�¿QDQFLHUDV�UHDOHV�FRQ�ODV�TXH�
se dará cumplimiento a las exigencias de exclusividad 
para la prestación de los servicios de urgencias en las 
condiciones en que se está solicitando. En este senti-
do, se recomienda, para tener un mejor criterio, que la 
exposición de motivos contemple un estudio de costos 
y del impacto real sobre la presunta cobertura a ser 
atendida con tales servicios. Así mismo, del análisis 
de la oferta de estos servicios en todo el territorio na-
cional, contando con la diversidad regional, accesibi-
OLGDG��RSHUDWLYLGDG�HQ�]RQDV�GLVSHUVDV�\��¿QDOPHQWH��OD�
UHODFLyQ�FRVWR�EHQH¿FLR�

Conclusión

A partir de lo anteriormente expuesto, conside-
ro conveniente fortalecer el proyecto de ley con mi-
ras a lograr que su contenido obedezca los criterios 
de procedencia y conveniencia, para que el avance y 
producción normativa en Colombia propenda de ma-
nera efectiva por la inclusión de las personas con dis-
capacidad y su derecho a recibir una salud integral en 
igualdad de condiciones con los demás ciudadanos, 
sin las barreras que le impone su entorno.

Aprovecho la oportunidad para agradecer su apo-
yo, es casi indiscutible el mérito que tiene este pro-
yecto en cuanto a avance en generar estrategias para 
lograr la protección integral de los derechos de las 
personas con discapacidad. La toma de conciencia de 
la sociedad sobre la forma como se materializan estos 
derechos y sobre los servicios que pueden constituir 
una verdadera garantía de acceso a la salud, tiene un 
gran valor para nosotros”.

5. PLIEGO DE MODIFICACIONES

Una vez analizado el texto propuesto, se proponen 
ODV�VLJXLHQWHV�PRGL¿FDFLRQHV�

TEXTO ORIGINAL TEXTO PROPUESTO  
PARA PRIMER DEBATE

PROYECTO DE LEY NÚMERO 
87 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se regula el 
servicio de transporte asistencial 
especializado (TAE) de pacientes en 
condición de discapacidad y/o de 

urgencias no vitales.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO ÚNICO

Disposiciones Generales

PROYECTO DE LEY NÚMERO 
87 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se regula el 
servicio de transporte asistencial 
especializado (TAE) en casos de 
urgencias no vitales de pacientes en 
condición de discapacidad y/o de 

urgencias no vitales.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO ÚNICO

Disposiciones Generales
Artículo 1°. Objeto. Esta ley tie-
ne como objeto el fortalecimiento 
del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, a través de la re-
gulación del servicio de Transporte 
Asistencial Especializado (TAE), 
para pacientes con urgencias no 
vitales y pacientes con discapaci-
dad física y/o cognitiva temporal o 
GH¿QLWLYD��FRQ�OD�¿QDOLGDG�GH�ORJUDU�
una prestación de un servicio públi-
co en salud incluyente y digno, que 
proteja de manera real y efectiva el 
derecho fundamental a la salud de 
los usuarios de este servicio.

Artículo 1°. Objeto. Esta ley tie-
ne como objeto el fortalecimiento 
del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, a través de la re-
gulación del servicio de Transporte 
Asistencial Especializado (TAE), en 
casos de urgencias no vitales para 
pacientes con urgencias no vitales 
y pacientes con discapacidad física 
\�R�FRJQLWLYD�WHPSRUDO�R�GH¿QLWLYD��
FRQ�OD�¿QDOLGDG�GH�ORJUDU�XQD�SUHV-
tación de un servicio público en sa-
lud incluyente y digno, que proteja 
de manera real y efectiva el derecho 
fundamental a la salud de los usua-
rios de este servicio.
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TEXTO ORIGINAL TEXTO PROPUESTO  
PARA PRIMER DEBATE

Artículo 2°. Integralidad de la ley. 
Apruébese como parte integrante 
del Plan Obligatorio de Salud todos 
los artículos de esta ley.

Artículo 2°. Integralidad de la ley. 
Apruébese como parte integrante 
del Plan Obligatorio de Salud todos 
los artículos de esta ley.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. 
La presente ley se aplica a las Em-
presas Promotoras de Salud (EPS), 
Administradoras de Riesgos La-
borales (ARL), Aseguradoras y en 
general todas las instituciones y/o 
empresas que presten servicios de 
salud en todo el territorio colom-
biano.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. 
La presente ley se aplica a las Em-
presas Promotoras de Salud (EPS), 
Administradoras de Riesgos La-
borales (ARL), Aseguradoras y en 
general todas las instituciones y/o 
empresas públicas y privadas que 
presten servicios de salud en todo el 
territorio colombiano.

Artículo 4°. Las EPS, ARL, Ase-
guradoras y en general todas las 
instituciones y/o empresas que 
presten servicios de salud, deberán 
garantizar por medio de las IPS la 
prestación del servicio de Transpor-
te Asistencial Especializado (TAE) 
para personas con cualquier clase 
de discapacidad ya sea temporal o 
GH¿QLWLYD� \� XUJHQFLDV� QR� YLWDOHV��
utilizando los vehículos de trans-
porte asistencial especializado, 
accesible para personas con movili-
dad reducida y acondicionados para 
WDO�¿Q�

Artículo 4°. Las EPS, ARL, Ase-
guradoras y en general todas las 
instituciones y/o empresas que 
presten servicios de salud, deberán 
garantizar por medio de las IPS la 
prestación del servicio de Transpor-
te Asistencial Especializado (TAE) 
para urgencias no vitales de perso-
nas con cualquier clase de discapa-
FLGDG�\D�VHD�WHPSRUDO�R�GH¿QLWLYD�y 
urgencias no vitales, utilizando los 
vehículos de transporte asistencial 
especializado, accesible para perso-
nas con movilidad reducida y acon-
GLFLRQDGRV�SDUD�WDO�¿Q�

Artículo 5°. Adiciónase el siguien-
te parágrafo al artículo 66 de la Ley 
1438 de 2011.
“Atención integral en salud a disca-
pacitados”:
Parágrafo. &RQ�HO�¿Q�GH�JDUDQWL]DU�
la accesibilidad de las personas en 
situación de discapacidad temporal 
R�GH¿QLWLYD�DO� VHUYLFLR�GH�VDOXG�HQ�
caso de urgencias de carácter no 
vital, tendrán derecho al servicio 
de Transporte Asistencial Especiali-
zado durante el tiempo que dure su 
recuperación y/o tratamiento. Para 
tal efecto, el Ministerio de Salud y 
Protección Social incluirá al Plan 
Obligatorio de Salud la prestación 
del servicio de Transporte Asisten-
cial Especializado (TAE).

Artículo 5°. Adiciónase el siguien-
te parágrafo al artículo 66 de la Ley 
1438 de 2011.
“Atención integral en salud a disca-
pacitados”:
Parágrafo. &RQ�HO�¿Q�GH�JDUDQWL]DU�
la accesibilidad de las personas en 
situación de discapacidad temporal 
R�GH¿QLWLYD�DO� VHUYLFLR�GH�VDOXG�HQ�
caso de urgencias de carácter no 
vital, tendrán derecho al servicio 
de Transporte Asistencial Especiali-
zado durante el tiempo que dure su 
recuperación y/o tratamiento. Para 
tal efecto, el Ministerio de Salud y 
Protección Social incluirá al Plan 
Obligatorio de Salud la prestación 
del servicio de Transporte Asisten-
cial Especializado (TAE).

Artículo 6°. Las IPS que presten el 
servicio de Transporte Asistencial
Especializado (TAE) a discapacita-
dos y/o pacientes con urgencias no 
vitales, deberán estar especialmen-
te acondicionados y contar con la 
asistencia necesaria, cumpliendo a 
cabalidad las normas técnicas co-
lombianas de traslado colectivo de 
pacientes establecida por el Icontec 
en la Norma Técnica NTC 5617 
parte 1 y 2, o su equivalente.

Las IPS que presten el servicio de 
Transporte Asistencial Especializa-
do (TAE) deberán dedicarse exclu-
sivamente a la prestación de este 
servicio.

Artículo 6°. Las IPS que presten el 
servicio de Transporte Asistencial
Especializado (TAE), en casos de 
urgencias no vitales a personas en 
condición de discapacidad discapa-
citados y/o pacientes con urgencias 
no vitales, deberán estar especial-
mente acondicionados y contar con 
la asistencia necesaria, cumpliendo 
a cabalidad las normas técnicas co-
lombianas de traslado colectivo de 
pacientes establecida por el Icontec 
en la Norma Técnica NTC 5617 
parte 1 y 2, o su equivalente.
Las IPS que presten el servicio de 
Transporte Asistencial Especializa-
do (TAE) deberán dedicarse exclu-
sivamente a la prestación de este 
servicio.

TEXTO ORIGINAL TEXTO PROPUESTO  
PARA PRIMER DEBATE

Artículo 7°. En cuanto al Regis-
tro Único Nacional de Tránsito 
(RUNT) que incorporarán las IPS 
para transportar a las personas con 
discapacidad se dará aplicación a 
las disposiciones establecidas en el 
artículo 8°, numeral 8 de la Ley 769 
del 2002.

Artículo 7°. En cuanto al Regis-
tro Único Nacional de Tránsito 
(RUNT) que incorporarán las IPS 
para transportar a las personas con 
discapacidad se dará aplicación a 
las disposiciones establecidas en el 
artículo 8°, numeral 8 de la Ley 769 
del 2002.

Parágrafo 1°. Para efectos de la 
revisión técnico mecánica, los 
automotores que presten el ser-
vicio de Transporte Asistencial 
Especializado para personas con 
discapacidad en caso de urgencias 
no vitales, se asimilarán a vehícu-
los de servicio público y se dará 
aplicación a disposiciones consig-
nadas en el Capítulo VIII la Ley 
769 de 2002.

Parágrafo 1°. Para efectos de la 
revisión técnico mecánica, los 
automotores que presten el ser-
vicio de Transporte Asistencial 
Especializado para personas con 
discapacidad en caso de urgencias 
no vitales, se asimilarán a vehícu-
los de servicio público y se dará 
aplicación a disposiciones consig-
nadas en el Capítulo VIII la Ley 
769 de 2002.

Parágrafo 2°. En cuanto a la con-
ducción, señales de luces o sirenas, 
y protección ambiental de los vehí-
FXORV�DXWRPRWRUHV�GHVWLQDGRV�DO�¿Q�
antes descrito, se dará aplicación 
a lo establecido en el artículo 64 y 
104 de la Ley 769 de 2002 respec-
tivamente.

Parágrafo 2°. En cuanto a la con-
ducción, señales de luces o sirenas, 
y protección ambiental de los vehí-
FXORV�DXWRPRWRUHV�GHVWLQDGRV�DO�¿Q�
antes descrito, se dará aplicación 
a lo establecido en el artículo 64 y 
104 de la Ley 769 de 2002 respec-
tivamente.

Artículo 8°. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y de-
roga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Artículo 8°. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y de-
roga todas las disposiciones que 
le sean contrarias

6. PROPOSICIÓN

Con fundamento en las anteriores consideraciones, 
solicito a la Honorable Comisión Séptima del Senado 
de la República, dar primer debate al Proyecto de ley 
número 87 de 2015 Senado, por medio de la cual 
se regula el servicio de Transporte Asistencial Espe-
cializado (TAE), de pacientes en condición de disca-
pacidad y/o de urgencias no vitales, con base en las 
consideraciones expuestas en el presente informe de 
ponencia y teniendo en cuenta el siguiente texto pro-
puesto:

PROYECTO DE LEY NÚMERO 87 DE 2015  
SENADO

por medio de la cual se regula el servicio de Trans-
porte Asistencial Especializado (TAE), en casos de 
urgencias no vitales de pacientes en condición de 

discapacidad.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO ÚNICO

Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. Esta ley tiene como objeto el 
fortalecimiento del Sistema General de Seguridad So-
cial en Salud, a través de la regulación del servicio de 
Transporte Asistencial Especializado (TAE), en casos 
de urgencias no vitales para pacientes con discapaci-
GDG�ItVLFD�\�R�FRJQLWLYD�WHPSRUDO�R�GH¿QLWLYD��FRQ�OD�
¿QDOLGDG�GH�ORJUDU�XQD�SUHVWDFLyQ�GH�XQ�VHUYLFLR�S~EOL-
co en salud incluyente y digno, que proteja de manera 
real y efectiva el derecho fundamental a la salud de los 
usuarios de este servicio.
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Artículo 2°. Integralidad de la ley. Apruébese 
como parte integrante del Plan Obligatorio de Salud 
todos los artículos de esta ley.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. La presente ley 
se aplica a las Empresas Promotoras de Salud (EPS), 
Administradoras de Riesgos Laborales (ARL), Asegu-
radoras y en general todas las instituciones y/o empre-
sas públicas y privadas que presten servicios de salud 
en todo el territorio colombiano.

Artículo 4°. Las EPS, ARL, Aseguradoras y en ge-
neral todas las instituciones y/o empresas que presten 
servicios de salud, deberán garantizar por medio de 
las IPS la prestación del servicio de Transporte Asis-
tencial Especializado (TAE), para urgencias no vita-
les de personas con cualquier clase de discapacidad 
\D�VHD�WHPSRUDO�R�GH¿QLWLYD��XWLOL]DQGR�ORV�YHKtFXORV�
de transporte asistencial especializado, accesible para 
personas con movilidad reducida y acondicionados 
SDUD�WDO�¿Q�

Artículo 5°. Adiciónase el siguiente parágrafo al 
artículo 66 de la Ley 1438 de 2011.

“Atención integral en salud a discapacitados”:

Parágrafo. Con el fin de garantizar la accesibi-
lidad de las personas en situación de discapacidad 
temporal o definitiva al servicio de salud en caso 
de urgencias de carácter no vital, tendrán derecho 
al servicio de Transporte Asistencial Especializa-
do durante el tiempo que dure su recuperación y/o 
tratamiento. Para tal efecto, el Ministerio de Salud 
y Protección Social incluirá al plan Obligatorio de 
Salud la prestación del servicio de Transporte Asis-
tencial Especializado (TAE).

Artículo 6°. Las IPS que presten el servicio de 
Transporte Asistencial Especializado (TAE), en casos 
de urgencias no vitales a personas en condición de dis-
capacidad, deberán estar especialmente acondiciona-
dos y contar con la asistencia necesaria, cumpliendo a 
cabalidad las normas técnicas colombianas de traslado 
colectivo de pacientes establecida por el Icontec en la 
Norma Técnica NTC 5617 parte 1 y 2, o su equiva-
lente.

Artículo 7°. En cuanto al Registro Único Nacio-
nal de Tránsito (RUNT) que incorporarán las IPS para 
transportar a las personas con discapacidad se dará 
aplicación a las disposiciones establecidas en el artí-
culo 8°, numeral 8 de la Ley 769 del 2002.

Parágrafo 1°. Para efectos de la revisión técnico 
mecánica, los automotores que presten el servicio de 
Transporte Asistencial Especializado para personas 
con discapacidad en caso de urgencias no vitales, se 
asimilarán a vehículos de servicio público y se dará 
aplicación a disposiciones consignadas en el Capítulo 
VIII de la Ley 769 de 2002.

Parágrafo 2°. En cuanto a la conducción, señales 
de luces o sirenas, y protección ambiental de los vehí-
FXORV�DXWRPRWRUHV�GHVWLQDGRV�DO�¿Q�DQWHV�GHVFULWR��VH�
dará aplicación a lo establecido en el artículo 64 y 104 
de la Ley 769 de 2002, respectivamente.

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  

DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 136  
DE 2015 SENADO - 003 DE 2015 CÁMARA

por medio del cual se garantiza el acceso en condicio-
nes de universalidad al derecho prestacional de pago 
de prima de servicios para trabajadores doméstico.

Bogotá, D. C.
Presidente
ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ
Comisión Séptima Senado de la República
Ciudad
Señor Presidente:
En cumplimiento de la designación que hiciera la 

Mesa Directiva de la honorable Comisión Séptima del 
Senado de la República, presentamos Informe de Po-
nencia para Primer Debate del Proyecto de ley 136 
de 2015 Senado - 003 de 2015 Cámara, por medio 
del cual se garantiza el acceso en condiciones de uni-
versalidad al derecho prestacional de pago de prima 
de servicios para trabajadores doméstico.

Cordialmente,
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I. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. Objeto del proyecto
El proyecto de ley tiene como objeto principal aca-

bar con la histórica desigualdad salarial existente en 
contra de las trabajadoras y los trabajadores domésti-
cos quienes no tienen acceso al derecho prestacional 
de prima de servicios como sí gozan los demás traba-
jadores.

(O�VHJXQGR�DUWtFXOR�GHO�SUR\HFWR�SODQWHD�OD�PRGL¿-
cación del artículos 306 del Decreto-ley 2663 del 5 de 
DJRVWR�GH������³&yGLJR�6XVWDQWLYR�GHO�7UDEDMR´�D�¿Q�
de que se reconozca el pago de la prima de servicios a 
las trabajadoras y los trabajadores domésticos.

El tercer artículo del proyecto de ley guarda rela-
ción con la iniciativa por cuanto plantea la creación de 
la mesa seguimiento a la implementación del Conve-
QLR�����GH�OD�2,7��LQVWUXPHQWR�LQWHUQDFLRQDO�UDWL¿FDGR�
por Colombia, en el cual se desarrollan garantías de 
trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores 
domésticos.

El artículo cuarto radica, en cabeza del Ministerio 
del Trabajo, la obligación de implementar la estrategia 
de divulgación de la iniciativa.

II. TRÁMITE LEGISLATIVO
El proyecto de ley fue radicado el veinte (20) de ju-

lio de 2015 en Secretaría General de la Cámara por los 
y las Representantes: Angélica Lozano Correa, Ánge-
la María Robledo Gómez, Inti Raúl Asprilla Reyes, 
Ana Cristina Paz Cardona, Sandra Liliana Ortiz Nova 
y Óscar Ospina Quintero, así como por parte de los 
Senadores: Jorge Iván Ospina, Iván Leonidas Name 
Vásquez, Jorge Eliéser Prieto, Claudia López Her-
nández y Antonio Navarro Wolff del Partido Alianza 
Verde.

Para primer debate en Comisión Séptima de la Cá-
mara de Representantes fueron designados como po-
nentes los y las Representantes: Óscar Hurtado, Gui-
llermina Bravo, José Élver Hernández Casas y Ángela 
María Robledo Gómez. Los ponentes presentaron po-
nencia favorable, que fue aprobada, con las mayorías 
requeridas en la sesión de Comisión Séptima del día 
15 de septiembre de 2015.

Para segundo debate en la Plenaria de Cámara de 
Representantes, fueron designados como ponentes los 
mismos representantes y fue aprobada con las mayo-
rías requeridas en la sesión plenaria del 14 de diciem-
bre de 2015.

El proyecto de ley hizo tránsito al Senado de la Re-
pública para cumplir con los dos debates reglamenta-
rios que hacen falta, remitido a la Comisión Séptima 
del Senado de la República.

El proyecto de ley cumple con los requisitos con-
templados en los artículos 154, 158 y 169 de la Cons-
titución Política que hacen referencia a la iniciativa 
legislativa, unidad de materia y título de la ley respec-
tivamente.

III. PRINCIPALES ARGUMENTOS  
DEL PROYECTO DE LEY

Con la expedición del Código Sustantivo del Tra-
bajo en el año de 1950 –hoy vigente– se estableció 
una diferenciación entre los trabajos domésticos, 

asociados principalmente a labores de mantenimien-
to del hogar y de cuidado de personas dentro de los 
núcleos familiares, para los cuales se consideró en su 
momento que no debía otorgarse prima de servicios 
SRU�FXDQWR�OD�¿ORVRItD�HFRQRPLFLVWD�LPSHUDQWH�FRQVL-
deraba que dichos actividades no generaban ganancias 
o utilidades y por lo tanto no merecían el reconoci-
miento de dicha prestación laboral; por otro lado, se 
GHWHUPLQDURQ�RWUR�JUXSR�GH�SURIHVLRQHV�\�R¿FLRV�ORV�
cuales sí tenía derecho al reconocimiento de la prima 
de servicios domésticos.

Con el avance de la sociedad y principalmente la 
revolución de los derechos de las mujeres, se fueron 
poniendo de presente el impacto cualitativo y cuan-
WLWDWLYR�IDYRUDEOH�TXH�VLJQL¿FDED�D�OD�VRFLHGDG�\�D�OD�
economía de los países las actividades domésticas, lo 
que hoy en día es reconocido como la “Economía del 
Cuidado”.

Colombia ha entendido la importancia que tiene 
la denominada economía del cuidado, y ha expedido 
OD�/H\������GH������D�¿Q��QR�VROR�GH�UHFRQRFHU�HVWD�
realidad social, sino de incluir en el Sistema de Cuen-
tas Nacional la economía del cuidado, con el objeto 
de medir la contribución de la mujer en el desarrollo 
social y económico del país y así poder formular la 
política pública en ese campo. Como resultado de esta 
ley el Departamento Nacional de Estadística realizó 
la “Encuesta Nacional del uso del Tiempo” que dio 
como resultado que la economía del cuidado aporta 
en Colombia en promedio: un 20% del PIB1, lo que 
equivale en plata blanca a ciento veinte mil (120.000) 
millones de pesos, cifra que se asemeja a la presentada 
por la CEPAL que señala que en América Latina la 
economía del cuidado equivale entre el 25% y el 30% 
del PIB.

$GHPiV� GH� ODV� FLIUDV� FLWDGDV�� &RORPELD� UDWL¿Fy�
el Convenio 189 de la OIT “Sobre el trabajo decente 
para las trabajadoras y los trabajadores domésticos” 
adoptado en Ginebra, Confederación Suiza, en la 100ª 
reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo 
realizada el 16 de Junio de 2011, dicho convenio repo-
sa en la Ley 1595 de 2012 y entre sus consideraciones 
fundamentales se señala que:

³5HFRQRFLHQGR� OD� FRQWULEXFLyQ� VLJQL¿FDWLYD� GH�
los trabajadores domésticos a la economía mundial, 
que incluye el aumento de las posibilidades de empleo 
remunerado para las trabajadoras y los trabajadores 
con responsabilidades familiares, el incremento de la 
capacidad de cuidado de las personas de edad avan-
zada, los niños y las personas con discapacidad, y un 
aporte sustancial a las transferencias de ingreso en 
cada país y entre países;

Considerando que el trabajo doméstico sigue sien-
do infravalorado e invisible y que lo realizan princi-
palmente las mujeres y las niñas, muchas de las cuales 
son migrantes o forman parte de comunidades desfa-
vorecidas, y son particularmente vulnerables a la dis-
criminación con respecto a las condiciones de empleo 
1 Cfr. Encuesta Nacional de Uso del Tiempo ENUT 2012 

- 2013 realizada por el DANE: http://formularios.dane.
qov.co/Anda 4 1/index.php/catalog/214/export
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y de trabajo, así como a otros abusos de los derechos 
humanos”2.

Recientemente la honorable Corte Constitucional 
en la Sentencia C-871 de 2014 procedió a analizar la 
constitucionalidad del artículo 306 del Decreto 2663 
del 5 de agosto de 1950 a la luz del Convenio 189 de la 
OIT que conforme al artículo 93 de la Constitución se 
integra al bloque de constitucionalidad, encontrando 
TXH�H[LVWtD�XQD�YLRODFLyQ�DO�'HUHFKR�)XQGDPHQWDO�D�OD�
igualdad y que exclusión de la prima de servicios para 
trabajadoras y trabajadores domésticos desconoce las 
condiciones de trabajado digno con las cuales se com-
SURPHWLy�HO�(VWDGR�FRORPELDQR�DO�DSUREDU�\�UDWL¿FDU�
la Convención 189 de la OIT; por lo tanto, la Corte 
Constitucional procedió a expedir una sentencia ex-
KRUWDED�FRQ�HO�¿Q�GH�TXH�HO�&RQJUHVR�GH�OD�5HS~EOLFD�
OHJLVODUD�D�¿Q�GH�H[WHQGHU�HO�UHFRQRFLPLHQWR�HQ�FRQGL-
ciones de universalidad de la prima de servicios a las 
empleadas y los empleados domésticos.

&RQ� HO� ¿Q� GH� DFDEDU� GH¿QLWLYDPHQWH� FRQ� OD� GHV-
igualdad creada por el Legislador de 1950 sobre la pri-
ma de servicios frente a los trabajadores domésticos, 
desarrollar el bloque de constitucionalidad y los com-
promisos adquiridos por Colombia ante el concierto 
internacional de naciones sobre el trabajo decente 
de nuestras trabajadoras y trabajadores domésticos 
y atender la exhortación realizada por la honorable 
Corte Constitucional, el proyecto de ley que aquí se 
presenta pretende reconocer en condiciones de igual-
dad e universalidad el derecho prestacional a la prima 
de servicios para todos los trabadores y trabajadoras 
GRPpVWLFRV�\�FRQ�HOOR�SRQHU�¿Q�D�SRU�OR�PHQRV�D����
años de discriminaciones y abusos sobre los derechos 
prestacionales de esta población laboral vulnerable de 
Colombia.

IV. Proposición
En consideración con lo expuesto, proponemos 

dar primer debate y aprobar el Proyecto de Ley 136 
de 2015 Senado - 003 de 2015 Cámara por medio del 
cual se garantiza el acceso en condiciones de univer-
salidad al derecho prestacional de pago de prima de 
servicios para trabajadores doméstico con el mismo 
texto aprobado en segundo debate en la Plenaria de la 
Cámara de Representantes.

V. TEXTO PROPUESTO AL PROYECTO  
DE LEY 136 DE 2015 SENADO,  

003 DE 2015 CÁMARA
por medio de la cual se garantiza el acceso en con-
diciones de universalidad al derecho prestacional 
de pago de prima de servicios para trabajadores 

domésticos.
El Congreso
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene como ob-
jeto garantizar y reconocer el acceso en condiciones 
de universalidad el derecho prestacional de pago de 
prima de servicios para las trabajadoras y los trabaja-
dores domésticos.

2 Convenio 189 de la OIT sobre el trabajo decente para 
las trabajadoras y los trabajadores domésticos Adopción: 
Ginebra, 100 reunión CIT (16 junio 2011), aprobado por 
el Congreso mediante la Ley 1595 de 2012.

Artículo. 2º. Modifíquese el artículo 306 del De-
creto-ley 2663 del 5 de agosto de 1950 –Código Sus-
tantivo del Trabajo– el cual quedará así:

Artículo 306. Principio general. Todo empleador 
está obligado a pagar a cada uno de sus trabajadores 
y a cada una de sus trabajadoras, como prestación es-
pecial, una prima de servicios que corresponde a un 
mes de salario dividido en dos pagos por año, en la 
siguiente forma: una quincena el último día de junio 
y otra quincena en los primeros veinte días de diciem-
bre; a quienes hubieren trabajado o trabajaren todo el 
respectivo semestre o proporcionalmente al tiempo 
trabajado.

Artículo 3º. Créese una Mesa de Seguimiento 
a la implementación del Convenio 189 de la OIT 
sobre trabajadoras y trabajadores del servicio do-
méstico, la cual se reunirá periódicamente y ten-
drá por objetivo formular y desarrollar de manera 
concertada entre el Gobierno, los empleadores y 
las organizaciones de trabajadoras y trabajadores, 
políticas públicas con la finalidad de promover el 
trabajo decente en el sector del trabajo doméstico 
remunerado, y en general hacer seguimiento a la 
implementación de dicho Convenio.

El Ministerio del Trabajo reglamentará de manera 
concertada con las organizaciones de trabajadoras y 
trabajadores, la estructura, composición, periodicidad 
y agenda de la Mesa de Seguimiento a la implemen-
tación del Convenio 189 de la OIT dentro de los tres 
meses siguientes a la entrada en vigencia de la presen-
te ley. Asimismo, presentará informes anuales al Con-
greso de la República sobre las acciones y avances en 
la garantía de las condiciones de trabajo decente en 
este sector.

Artículo 4º. El Ministerio del Trabajo diseñará e 
implementará de manera articulada con las organiza-
ciones de trabajadoras y trabajadores, una estrategia 
para la divulgación del contenido de la presente ley.

Artículo 5º. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga todas las nor-
mas que le sean contrarias.

Cordialmente,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veinte (20) días del mes de 

abril del año dos mil dieciséis (2016). En la presente 
fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Con-
greso de la República, el siguiente informe de ponen-
cia para primer debate.
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Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el 
inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

* * *
PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE 

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 138  
DE 2016 SENADO, 111 DE 2014 CÁMARA

por la cual se establecen medidas enfocadas a la pro-
tección del comprador de vivienda, el incremento de 
OD�VHJXULGDG�GH�ODV�HGL¿FDFLRQHV�\�HO�IRUWDOHFLPLHQWR�
de la función pública que ejercen los curadores, se 
asignan unas funciones a la Superintendencia de No-

tariado y Registro y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., abril 19 de 2016 
Doctor 
JESÚS MARÍA ESPAÑA VERGARA
Secretario Comisión Séptima Constitucional Per-

manente 
Senado de la República 
Respetado doctor España:
En cumplimiento de lo establecido en los artículos 

150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992 y del honroso encar-
go que nos hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Sép-
tima del Senado de la República, nos permitimos rendir 
ponencia positiva para primer debate al Proyecto de 
ley 138 de 2016 Senado - 111 de 2014 Cámara, por la 
cual se establecen medidas enfocadas a la protección del 
comprador de vivienda, el incremento de la seguridad de 
ODV�HGL¿FDFLRQHV�\�HO�IRUWDOHFLPLHQWR�GH�OD�IXQFLyQ�S~EOL-
ca que ejercen los curadores, se asignan unas funciones 
a la Superintendencia de Notariado y Registro y se dic-
tan otras disposiciones, en los términos que se describen 
en el documento adjunto. 

De los honorables Senadores,

,1)250(�'(�321(1&,$�35,0(5� '(%$7(�
PROYECTO DE LEY NÚMERO 138 DE 2016  

SENADO, 111 DE 2014 CÁMARA
por la cual se establecen medidas enfocadas a la 
protección del comprador de vivienda, el incremento 
GH� OD� VHJXULGDG� GH� ODV� HGL¿FDFLRQHV� \� HO� IRUWDOHFL-
miento de la función pública que ejercen los 
curadores, se asignan unas funciones a la Superin-
tendencia de Notariado y Registro y se dictan otras 
disposiciones.

I. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS  
DEL PROYECTO DE LEY

El Proyecto de ley que nos ocupa fue radicado 
en Secretaría General de la Cámara de Representan-
tes el 22 de septiembre de 2014 por el señor Ministro 
GH�9LYLHQGD��&LXGDG�\�7HUULWRULR�� GRFWRU�/XLV�)HOLSH�
Henao Cardona y se le asignó el número 111 de 2014, 
así mismo fue radicado en la Secretaría del Senado 
de la República el 16 de diciembre de 2015 y en la 
Comisión Séptima del Senado el 26 de enero de 
2016 asignándosele el número 138 de 2016 Senado.

Este proyecto de ley fue aprobado en primer deba-
te el 3 de junio de 2015 en la Comisión Séptima de 
la Cámara de Representantes, y en la Plenaria de la 
misma el día 16 de diciembre de 2015.

Es de resaltar que el 6 de noviembre de 2014 en 
la ciudad de Pereira se realizó un foro dada la impor-
tancia que enmarca el debate del proyecto de ley. El 
foro contó con la presencia y activa participación 
de distintos actores como Jorge E. Vélez, Super-
intendente de Notariado y Registro; 6DQGUD�)RUHUR��
&DPDFRO��-RUJH�+��%RWHUR��)DVHFROGD��UHSUHVHQWDQWHV�
de la Sociedad Colombiana de Ingenieros, del Cole-
gio de Curadores y miembros integrantes de la Co-
misión Séptima de Cámara como Mauricio Salazar y 
Álvaro López. Posteriormente, se presentó ponencia 
positiva radicada por los honorables Representantes 
Rafael Romero y Dídier Burgos publicada en la Ga-
ceta del Congreso 087 de 2015 Cámara, la cual 
fue debatida ampliamente en varias sesiones de 
la Comisión Séptima Constitucional permanente y 
aprobada. Durante su debate se presentaron y fueron 
DSUREDGDV� SRU� XQDQLPLGDG� GLIHUHQWHV�PRGL¿FDFLRQHV�
al articulado.

II. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
Este Proyecto de ley tiene por objeto, establecer 

medidas enfocadas a la protección del comprador de 
vivienda, el incremento de la seguridad de las HGL¿FD-
FLRQHV� \� HO� IRUWDOHFLPLHQWR� GH�OD� )XQFLyQ� 3~EOLFD�
que ejercen los Curadores Urbanos. Igualmente y por 
OD�LPSRUWDQFLD�TXH�WLHQH�OD�¿JXUD�GHO Curador Urbano 
se propone que por la Superintendencia de Nota-
riado y Registro se adelante un concurso nacional 
habilitante público y abierto para la designación de 
Curadores por parte de la autoridad distrital o mu-
nicipal, ante la cual se surtirá otro concurso donde lo 
relevante son las normas distritales o municipales so-
bre el Plan de Ordenamiento Territorial así como una 
entrevista colegiada. De otra parte que sea la misma 
Superintendencia la que ejerza la vigilancia sobre la 
)XQFLyQ� 3~EOLFD�TXH� SUHVWDQ� ORV�&XUDGRUHV�� VLQ�SHU-
juicio del poder preferente que tiene la Procuraduría 
General de la Nación.
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III. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Importancia económica y social de la actividad 

HGL¿FDGRUD
+LVWyULFDPHQWH�� OD� FRQVWUXFFLyQ� GH� HGL¿FDFLRQHV�

ha venido ganando participación en la estructura 
económica del país. En la actualidad, el valor 
agregado que se genera en la construcción de edi-
¿FDFLRQHV� ERUGHD� ORV�����ELOORQHV�DQXDOHV��UHSUHVHQ-
tando 4% del PIB Nacional[1][1]. De acuerdo con las 
HVWDGtVWLFDV� R¿FLDOHV� GHO� iUHD� SDUD� HO� GHVDUUROOR� GH�
proyectos constructivos aprobada mediante licencias 
de construcción, en Colombia se construyen anual-
mente 24 millones de metros cuadrados, de los cuales 
80% corresponden a la construcción de vivienda, y 
el restante 20%, a la construcción de destinos no 
residenciales. En unidades de vivienda, los registros 
R¿FLDOHV�GH�SURGXFFLyQ�GH�YLYLHQGD� UHYHODQ� OD cons-
trucción de 194.000 unidades anualmente, dentro de 
las cuales 52% corresponde a vivienda de interés so-
cial[2][2].

Al entorno descrito anteriormente, hay que re-
saltar que en Colombia existe un parque inmobi-
liario cercano a las 9.9 millones de unidades de 
vivienda, y un déficit habitacional cuantitativo que 
persiste en el 11,5% de los hogares del país. Por 
tanto, aun cuando el crecimiento de la construcción 
formal en la última década se ha multiplicado por 
más de 5 veces, los niveles de producción en mate-
ria de vivienda son aún insuficientes para atender la 
formación de 285.000 hogares urbanos cada año, e 
impactar el déficit existente. En el frente social, la 
construcción de vivienda y el entorno habitacional 
de las familias se refleja de forma importante en el 
cubrimiento de la calidad de vida de los hogares. 
De acuerdo con la medición de las Necesidades Bá-
sicas Insatisfechas, tres de los cinco elementos que 
conforman el indicador se relacionan con la vivien-
da de forma directa, bajo criterios como el espacio, 
servicios públicos esenciales y calidad de materia-
les y estructuras.

De acuerdo con la relevancia sectorial mencio-
nada en el contexto socioeconómico del país, las 
medidas encaminadas a la cobertura de los riesgos 
derivados del proceso constructivo se convierten en 
un elemento fundamental para el fortalecimiento de 
la actividad.

Marco regulatorio aplicable a la actividad de la 
construcción

La conformación de las empresas en Colombia 
tiene fundamento constitucional en el artículo 333 
que consagró la libertad económica como un derecho 
radicado en cabeza de todos los ciudadanos.

Dicha libertad consiste en la facultad que tie-
ne toda persona de realizar actividades de carácter 
HFRQyPLFR� FRQ� HO� ¿Q� GH�PDQWHQHU� R� LQFUHPHQWDU� VX�
patrimonio, así se ha reconocido que la libertad eco-
nómica se encuentra íntimamente vinculada con la 
libertad de empresa y la libre competencia entre los 
ciudadanos. Sin perjuicio de lo anterior se hace nece-
VDULR�D¿UPDU que la conformación de empresa desti-
nada al desarrollo de la construcción (como cualquier 
tipo de empresa) no tiene limitación en su consti-
tución siempre que no esté en contra del bien común 

y el interés general, ya que la empresa cumple una 
función social conforme al artículo 333 de la Consti-
tución Política.

La actividad de la construcción en Colombia, 
como desarrollo de una actividad económica, tiene 
límites, tal como lo estableció la Constitución Políti-
ca del año 1991, al indicar que el límite de dichas 
actividades se encuentra en el interés social, el am-
biente y el patrimonio cultural de la Nación. En vir-
tud de lo anterior, el sector de la construcción cuenta 
con un marco normativo y regulatorio estricto que 
cobija aspectos técnicos, urbanísticos, ambientales, 
contractuales, y tributarios, entre otros.

A continuación un breve recuento normativo en la 
materia:

En aspectos técnicos, la Ley 400 de 1997 se erige 
en el marco de la regulación técnica del sector de 
la construcción, ya que dicha disposición contiene 
los criterios y requisitos mínimos para el diseño, 
FRQVWUXFFLyQ� \� VXSHUYLVLyQ� WpFQLFD� GH� HGL¿FDFLRQHV�
nuevas y los requisitos para que las HGL¿FDFLRQHV�
existentes sean capaces de resistir los efectos que 
producen los sismos, para salvaguardar las vidas 
humanas y el patrimonio de las mismas, las cua-
les deben ser de obligatoria aplicación en todo el 
país y controladas por las dependencias municipales 
o distritales encargadas de expedir licencias de cons-
trucción.

En cumplimiento de lo exigido en la Ley 400 
de 1997, se generó una reglamentación técnica 
\� FLHQWt¿FD� TXH� FRQWLHQH� ORV� UHTXLVLWRV� TXH� YDQ�
desde el diseño y construcción sismorresistente, car-
gas, concreto estructural, mampostería estructural, 
estructuras metálicas, estructuras de guadua, estudios 
técnicos, supervisión técnica, requisitos de protección 
contra incendios y algunos requisitos complementa-
rios, esta norma prevé la facultad de ser actualizada 
conforme cambie el estado de la técnica en los proce-
sos de construcción.

En relación con el ordenamiento del territorio la 
/H\�����GH�������HQ� FRQVRQDQFLD�FRQ� OR�GH¿QLGR�HQ�
el numeral 7 del artículo 313 de la Constitución Po-
lítica, contiene las normas, procedimientos y meca-
nismos sobre los que se funda el ordenamiento del 
territorio, la citada ley, PRGL¿Fy� ODV� /H\HV� ��� GH�
�����\����GH������FRQ�HO�¿Q�GH�DFWXDOL]DU� ODV dispo-
siciones con las que se contaban hasta ese momen-
to en el país y establecer criterios que fueran en 
concordancia con la Constitución Política de 1991. 
De igual manera, estableció los mecanismos que los 
municipios tienen para el ejercicio de su autonomía, 
además de exigir que el uso del suelo cumpla con 
la función social de la propiedad permitiendo hacer 
efectivos los derechos constitucionales a la vivienda 
y los servicios públicos.

7DPELpQ�VH�UHJXOy�OD�¿JXUD�GH�ODV�&XUDGXUtDV�8U-
banas como autoridades para la expedición de las li-
cencias y sanciones urbanísticas. Dicha norma con el 
paso del tiempo ha sido objeto de múltiples regla-
PHQWDFLRQHV� \� PRGL¿FDFLRQHV�TXH� VH�KDQ�DGHFXDGR�
al contexto social por el que atraviesa el país, dentro 
de las cuales se encuentran tanto la Ley 810 de 2003 
como el Decreto 1469 de 2010 actualmente vigente.
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Puntualmente, en materia de expedición de las 
licencias urbanísticas, en desarrollo del mandato 
FRQVWLWXFLRQDO� DWULEXLGR� D� OD� OH\� SDUD� GH¿QLU� ODV 
condiciones en las cuales se ejercen las funciones 
públicas a cargo de los particulares, desde la expe-
dición del Decreto-ley 2150 de 1994 hasta la Ley 
810 de 2003, y sus reglamentaciones a través de los 
Decretos 1052 de 1998, Decreto 1600, Decreto 564 
de 2006, y actualmente el Decreto 1469 de 2010, la 
¿JXUD�GH�ORV�&XUDGRUHV�8UEDQRV�GLR�XQ�DYDQFH�HQ�OD�
FRODERUDFLyQ�D� ODV�2¿FLQDV�GH�3ODQHDFLyQ�PXQLFLSDO�
EDMR� ORV�SULQFLSLRV�GH� FHOHULGDG� \� H¿FLHQFLD� SDUD� HO�
H¿FLHQWH� HMHUFLFLR� GHO� GHVDUUROOR� XUEDQR� GHO país.

La Ley 66 de 1968 que se reglamentó por medio 
GHO�'HFUHWR�����GH������\�SRVWHULRUPHQWH�PRGL¿FDGD�
por los Decretos 2610 de 1979 y 1742 de 1981, asignó 
en su momento a la Superintendencia Bancaria hoy 
6XSHULQWHQGHQFLD� )LQDQFLHUD�� OD� IXQFLyQ� GH� HMHU-
cer la inspección y vigilancia de las actividades 
relacionadas con la enajenación y construcción de 
bienes inmuebles destinados a vivienda, así como al 
otorgamiento de créditos para adquisición de lotes 
o viviendas para la construcción de las mismas.

La Ley 810 de 2003 estableció que toda actuación 
GH� FRQVWUXFFLyQ�� DPSOLDFLyQ�� PRGL¿FDFLyQ�� DGHFXD-
FLyQ� \� GHPROLFLyQ� GH� HGL¿FDFLRQHV�� GH�XUEDQL]DFLyQ�
y parcelación, que contravenga los planes de orde-
namiento territorial y las normas urbanísticas que los 
desarrollan y complementan incluyendo los planes 
parciales, dará lugar a la imposición de sanciones 
urbanísticas a los responsables, incluyendo la de-
PROLFLyQ� GH� ODV� REUDV�� VHJ~Q�VHD�HO�FDVR��GH¿QLHQGR�
el régimen de infracciones urbanísticas.

)UHQWH�D�ODV�UHODFLRQHV�GH�FRQVXPR�GHULYDGDV�GH�OD�
compraventa de bienes inmuebles, la Ley 1480 de 
2011 establece las normas que regulan los dere-
chos y las obligaciones surgidas entre los producto-
res, proveedores y consumidores y la responsabili-
dad de los productores y proveedores tanto sustancial 
como procesalmente, señalando los mecanismos 
para la efectividad de las garantías y las facultades 
administrativas y jurisdiccionales con que cuenta el 
ente de control para el efecto.

En este punto se resalta que el Decreto 4886 de 
2011 en el artículo 1º numeral 22 estableció que la 
SIC conocerá por regla general de la observancia 
de las disposiciones sobre protección al consumi-
dor, dando trámite a las reclamaciones o quejas que se 
presen ten cuya competencia no haya sido asignada a 
otra autoridad, por lo que se entiende que la compe-
tencia de la SIC en materia de régimen de protección 
al consumidor es residual.

De lo anterior se colige que el sector de la cons-
trucción, como actividad económica, se encuentra 
altamente regulado, bajo la premisa del cumpli-
miento de la función social y ecológica de la pro-
piedad, la entrega de productos de altos estándares 
de calidad, el desarrollo urbano responsable y sos-
WHQLEOH�� OD� GLVPLQXFLyQ� GHO� Gp¿FLW� GH� YLYLHQGD� \� OD 
SURWHFFLyQ�GHO�LQWHUpV�VRFLDO�GHO�SDtV��GDGD�OD�VLJQL¿-
cativa importancia que para los colombianos tiene la 
propiedad raíz.

Ejercicio de funciones públicas por particu-
lares en la expedición de licencias urbanísticas: 
Curadores Urbanos

/D� ¿JXUD� GH� ORV� &XUDGRUHV� 8UEDQRV� HQ� &RORP-
bia, en los términos de la exposición de motivos de 
la Ley 810 de 2003, fue creada para hacerse cargo 
de los procesos engorrosos, permitiendo que las 
autoridades municipales puedan centrarse en el orde-
namiento de la ciudad. Esta modalidad de ejercicio de 
)XQFLyQ�3~EOLFD�SRU�SDUWH�GH�SDUWLFXODUHV responde a 
ODV� QHFHVLGDGHV� GH� SUHVWDFLyQ� H¿FD]� \� HIHFWLYD� GH�
OD� )XQFLyQ� 3~EOLFD� HQ� PDWHULD� GH� H[SHGLFLyQ� GH�
licencias urbanísticas, procurando descongestionar a 
ODV�2¿FLQDV�GH�3ODQHDFLyQ�GH�IXQFLRQHV�DGPLQLVWUDWL-
vas concretas que por virtud de la descentraliza-
ción por colaboración constitucional puedan ejercer 
particulares con condiciones profesionales y técnicas 
HVSHFt¿FDV� EDMR� XQ�PDUFR� OHJDO� TXH� JDUDQWLFH� OD� VH-
guridad jurídica de los interesados.

Así, pese a que aún es mayor el porcentaje de 
municipios que mantienen su régimen original en 
materia de regulación y expedición de licencias 
urbanísticas a cargo de las administraciones munici-
pales a través de las 2¿FLQDV� GH� 3ODQHDFLyQ� UHVSHF-
tivas, los entes territoriales en donde actualmente 
existen Curadores urbanos ha demostrado la dismi-
QXFLyQ� GH� VLWXDFLRQHV� GH� LQH¿FLHQFLD� \� FRUUXSFLyQ�
en la expedición de las licencias, producto de la 
profesionalización y equipo de colaboradores con 
los que cuenta cada Curador Urbano, mostrando las 
bondades de la propuesta gubernamental que desde 
KDFH�PiV�GH����DxRV�KD�YHQLGR�RSHUDQGR�HQ�EHQH¿FLR�
del desarrollo urbano del territorio nacional.

Y es que la función que ejercen los curadores urba-
nos de expedición de licencias urbanísticas, es consi-
derado un servicio público que no solo garantiza que 
el desarrollo constructivo de los municipios y distritos 
se ejecute en cumplimiento del ordenamiento jurídico 
urbanístico de cada entidad territorial, sino que ade-
más garantiza (en proyectos de urbanización y cons-
trucción para vivienda) el derecho social, económico y 
cultural a la vivienda digna, y el derecho fundamental 
GH�SURSLHGDG�SULYDGD��GH�TXLHQHV�¿QDOPHQWH�DGTXLH-
ren las unidades resultantes de su ejecución; siendo de 
suma importancia que, desde las fases previas a su eje-
cución, la aprobación de las licencias urbanísticas la 
realicen personas que por sus calidades profesionales 
y experticia, tengan la capacidad para garantizar que 
los desarrollos urbanísticos a ejecutar, cumplan con la 
normatividad existente y no atente contra la integridad 
y seguridad de todos los ciudadanos.

No obstante, este sistema es un modelo que requie-
re ajustes y adecuaciones, comoquiera que su evolu-
ción regulatoria desde el Decreto 1052 de 1998 hasta 
el Decreto 1469 de 2010 –compilado en el Decreto 
1077 de 2015– no ha logrado establecer controles ade-
FXDGRV�TXH�HYLWHQ�HO�HMHUFLFLR�LPSDUFLDO�GH�OD�)XQFLyQ�
Pública, y la vulnerabilidad de las construcciones rea-
lizadas por los distintos agentes del sector real de la 
construcción.

En la actualidad, existe un total de setenta (70) cu-
radores urbanos designados a nivel nacional, de los 
cuales se encuentran designados en propiedad sesenta 
y tres (63) curadores urbanos por concurso de méritos, 
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y un total de siete (7) curadores urbanos en provisio-
nalidad; lo que equivale a que el 10% de los particu-
lares, en ejercicio de funciones públicas que prestan 
el servicio de expedición de licencias urbanísticas, 
actúan por designación excepcional sin que hubieren 
VLGR� VHOHFFLRQDGRV�PHGLDQWH� ORV�PHFDQLVPRV�¿MDGRV�
para su designación; quienes adicionalmente en oca-
siones han ejercido por periodos de tiempo mayor al 
establecido por la ley y el reglamento para los curado-
res en propiedad.

Esta situación obedece a diversas causales que en la 
SUiFWLFD�VH�KDQ�LGHQWL¿FDGR��HQWUH�ODV�FXDOHV�HQXQFLD-
mos entre otros, los siguientes: (i) Que los concursos 
de méritos adelantados por los municipios y distritos 
no se realizan en las oportunidades y tiempos que le-
galmente se exigen para el reemplazo de los curadores 
urbanos cuyo periodo se encuentra por vencerse, o que 
sus criterios para la selección; y (ii) Que los criterios 
de ponderación y selección utilizados para los partici-
SDQWHV�HQ�ORV�FRQFXUVRV�QR�VRQ�XQL¿FDGRV��HV�GHFLU��HQ�
ocasiones son más exigentes que en otros; lo que ha 
JHQHUDGR�TXH�HQ�HO�PRPHQWR�GH�OD�FDOL¿FDFLyQ�ORV�SUR-
cesos sean lentos, y hasta su declaratoria de desiertos.

Así se evidencia la necesidad de realizar ajustes 
a través de la presente iniciativa legislativa sobre los 
mecanismos de selección de los curadores urbanos, lo 
que por mandato constitucional, corresponde al Con-
JUHVR� GH� OD�5HS~EOLFD� GH¿QLU� ODV� FRQGLFLRQHV� HQ� ODV�
cuales se ejercen las funciones públicas a cargo de los 
particulares, tal y como aconteció con la expedición 
de la Ley 388 de 1997 y la Ley 810 de 2003 reco-
giendo las reglamentaciones que el Gobierno nacional 
ha proferido al respecto; buscando resolver en forma 
urgente e inmediata las fallas que en el ejercicio de sus 
IXQFLRQHV�VH�KDQ�GHWHFWDGR��HVSHFt¿FDPHQWH�VREUH���L��
la falta de selección objetiva de los curadores urbanos; 
(ii) su régimen de inhabilidades, incompatibilidades e 
impedimentos; y (iii) la falta de control técnico de los 
proyectos aprobados, por omisiones o falencias lega-
les y reglamentarias, que han permitido la expedición 
GH� OLFHQFLDV�XUEDQtVWLFDV�GH�HGL¿FDFLRQHV�FRQ�FRQGL-
ciones de vulnerabilidad e inestabilidad.

)LQDOPHQWH�\�WHQLHQGR�HQ�FXHQWD�TXH�OD�IXQFLyQ�GH�
los curadores está estrechamente ligada con la vida de 
las personas quienes habitarán las viviendas sobre las 
cuales se ha expedido las licencias urbanísticas, es ne-
cesario crear una norma que permita un control efec-
WLYR�VREUH�OD�)XQFLyQ�3~EOLFD�TXH�HMHUFH�HO�FXUDGRU��OD�
cual se propone desarrollar por la Superintendencia de 
Notariado y Registro.

Propuesta: Controles en cuanto a la selección, 
régimen de control disciplinario, y demás condicio-
nes para su ejercicio

Teniendo en cuenta lo anunciado, se propone a los 
honorables congresistas de Colombia, la adopción 
GH�XQD�OH\�SRU� OD�TXH�VH�PRGL¿TXH�HO�VLVWHPD�DFWXDO�
de selección de los Curadores Urbanos a través de la 
presentación de 2 concursos, uno nacional habilitan-
te, adelantado por la Superintendencia de Notariado y 
Registro, y otro territorial, bajo la tutela de la Super-
intendencia, por parte de las autoridades distritales o 
municipales con quienes se conforme la lista de ele-
gibles resultado del primero, buscando garantizar la 
imparcialidad en la selección de los particulares que 

ejercerán las funciones públicas para la expedición de 
las licencias urbanísticas, y la creación de una Super-
intendencia Delegada y especializada para ejercer la 
vigilancia y control de los Curadores Urbanos, adscri-
ta a la Superintendencia de Notariado y Registro.

Debe tenerse en cuenta que el artículo 101 de la 
/H\�����GH�������PRGL¿FDGR�SRU�HO�DUWtFXOR����GH�OD�
Ley 810 de 2003 sobre los curadores urbanos, en sus 
numerales 4 y 8 señala que una ley reglamentará los 
curadores urbanos en aspectos como inhabilidades, in-
compatibilidades e impedimentos. Mientras se expide 
se les aplicará en lo pertinente las normas establecidas 
en el Estatuto de Notariado y Registro para los casos 
de vacancia en el cargo, vacaciones y suspensiones 
temporales y licencias.

Con base en los artículos que hace referencia a la 
Superintendencia de Notariado y Registro, la exposi-
ción de motivos y el artículo 101 de la Ley 388 de 
�����PRGL¿FDGR�SRU�HO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\�����GH�
2003 se redactaron artículos para regular el concurso 
de méritos y el régimen disciplinario que el proyecto 
asigna a la Superintendencia. Conviene tener en cuen-
ta que, mientras a los Curadores les corresponda estu-
diar, conceder o negar licencias para la intervención 
de inmuebles, los notarios en caso de subdivisión, par-
celación, reloteo, autorizan la escritura donde se hacen 
estas declaraciones, exige y protocoliza las licencias 
FRQFHGLGDV� SRU� ORV�&XUDGRUHV� X�2¿FLQDV� GH�3ODQHD-
ción. El Registrador de Instrumentos Públicos inscri-
be estos actos y ordena la apertura y el cierre de los 
folios de matrícula inmobiliaria correspondiente. De 
OR�H[SUHVDGR�VH�LQ¿HUH�OD�UHODFLyQ�GLUHFWD�HQWUH�HVWDV�
tres instituciones que tienen como objeto los bienes 
inmuebles.

Además la Superintendencia de Notariado y Regis-
tro tiene experiencia en la realización de concurso de 
notarios y registradores y vigila a dos de las 3 institu-
ciones arriba citadas.

)LQDOPHQWH��VH�SURSRQH�D�ORV�KRQRUDEOHV�PLHPEURV�
del Congreso de la República, que mediante ley se es-
WDEOH]FDQ�HQ�IRUPD�GH¿QLWLYD�HO�UpJLPHQ�GH�LQKDELOL-
dades, incompatibilidades e impedimentos, a quienes 
aspiren a los cargos a proveer en la designación de las 
Curadurías Urbanas, incluyendo dentro del articulado 
las sanciones de tipo disciplinario en las cuales pue-
den verse incursos por su vulneración impuestas por 
la Superintendencia de Notariado y Registro.

Propuesta: Facultar a los Curadores Urbanos 
para revisar desarrollos urbanísticos ubicados 
fuera de su jurisdicción

Se propone que en los municipios donde no haya 
&XUDGRU� 8UEDQR� \� SDUD� HGL¿FDFLRQHV� TXH� UHTXLHUDQ�
supervisión técnica, con áreas superiores a 2.000 ha, 
se habilite legalmente a Curadores Urbanos de otros 
municipios para realizar la revisión de diseños y cum-
plimiento de normas de sismorresistencia.

Lo anterior debido a que existen municipios que 
presentan altas dinámicas de construcción que supe-
ran su capacidad institucional al no tener curadurías 
urbanas ni personal capacitado para atender el trámite 
de licencias urbanísticas complejas.

Con esta propuesta se tiene por propósito fortale-
cer administrativamente a los municipios en materia 



Página 14 Jueves, 21 de abril de 2016 GACETA DEL CONGRESO  169

urbanística, garantizando así la seguridad humana y el 
cumplimiento de las normas de sismorresistencia en 
HGL¿FDFLRQHV�TXH�UHTXLHUHQ�VXSHUYLVLyQ�WpFQLFD�FRP-
pleja en materia arquitectónica y estructural, para lo 
que es indispensable contar con equipos técnicos ade-
cuados como los de las curadurías urbanas.

Eliminación del Reparto Notarial
El sector de la construcción es considerado una ac-

tividad económica que cumple con una función social, 
es por ello que debe contar con la entrega de produc-
tos de altos estándares de calidad, el desarrollo urbano 
responsable y sostenible. Por lo anterior, para el Go-
ELHUQR�QDFLRQDO�OD�GLVPLQXFLyQ�GHO�Gp¿FLW�GH�YLYLHQGD�
y la protección del interés social del país, es una po-
OtWLFD�SULRULWDULD��GDGD�OD�VLJQL¿FDWLYD�LPSRUWDQFLD�TXH�
para los colombianos tiene la propiedad raíz.

Por lo anterior, toma relevancia el lograr que las 
entidades públicas que dentro de su objeto contem-
plan actividades en las cuales tienen competencia di-
recta con particulares en la otorgación de créditos de 
vivienda, como es el caso de las empresas industriales 
del Estado, puedan estar en el mercado actuando bajo 
los mismos parámetros, para así poder ayudar a lograr 
la meta de vivienda que tiene el gobierno.

Uno de los factores decisivos que hacen la gran di-
ferencia en el tema de competencia entre las personas 
MXUtGLFDV�TXH�LQWHUYLHQHQ�HQ�HO�VHFWRU�¿QDQFLHUR��HV�HO�
reparto notarial, el cual se aplica a las entidades pú-
blicas que tienen este objeto social, mientras que los 
clientes de entidades privadas pueden elegir libremen-
te el despacho notarial que deseen, en virtud del deno-
minado derecho de rogación, estipulado en el artículo 
22 del Decreto 2148 de 1983.

En Bogotá el reparto se hace en la Superinten-
dencia de Notariado y Registro, de modo que es allí 
donde se deben radicar las solicitudes y las notarías 
deben recoger las hojas de seguridad con las asig-
naciones ya hechas. En las demás ciudades del país 
donde hay más de una notaría el reparto se hace en 
OD�R¿FLQD�GH�5HJLVWUR�GH�,QVWUXPHQWRV�3~EOLFRV�TXH�
corresponda.

Lo anterior se debe a que el trámite de reparto no-
tarial, según lo establecido en la Resolución número 
10137 de 2011, inicia con la solicitud de reparto rea-
lizada a la Superintendencia de Notariado y Registro 
(en adelante SNR), esta diligencia es tramitada por 
la parte interesada, empleando para ello aproximada-
mente un día, a través del formato único de solicitud 
para el reparto notarial y la minuta del acto escritura-
rio que se pretenda elevar. Una vez recibido este do-
cumento la SNR realiza el procedimiento de reparto 
aleatorio por medio del sistema establecido para tal 
¿QDOLGDG��TXH�WRPD�DSUR[LPDGDPHQWH�HQWUH�GRV�\�FLQ-
co días hábiles. Posteriormente y una vez asignada 
la notaría que corresponda, se expide una hoja de se-
guridad, con la cual se inicia el trámite de recepción, 
extensión y otorgamiento del acto escriturario, que 
deberá ser recogida físicamente en la SNR, por parte 
de la Notaría asignada, que según lo establecido en la 
referida resolución deberá recogerse a más tardar al 
día siguiente de la diligencia, en las instalaciones de 
la SNR. No obstante esta directiva, este trámite toma 
aproximadamente ocho días hábiles, dependiendo de 
la carga laboral de la respectiva notaría. Una vez la 

notaría cuenta con la hoja de seguridad debe revisar 
los actos, categoría y cuantía, que demora aproxima-
damente un día, si estos son correctos continúa con el 
trámite notarial, pero si encuentra algún error debe de-
YROYHU�OD�KRMD�GH�VHJXULGDG�D�OD�2¿FLQD�GH�5HJLVWUR�GH�
Instrumentos Públicos para que la corrija, esto además 
del reproceso que se causa, puede tardar un término 
de tres a cinco días en condiciones normales, situación 
que usualmente se presenta. 

De esta forma, con estos tiempos se está dilatando 
HO�SURFHVR�SDUD�HO�&RQVXPLGRU�)LQDQFLHUR��JHQHUDQGR�
demoras en el trámite con la entidad que se solicitó 
el crédito para adquisición de vivienda y el resultado 
obtenido es la demora en los desembolsos y capacidad 
GH�FUpGLWR��GHVSOD]DPLHQWRV�QR�QHFHVDULRV�D�OD�2¿FLQD�
de Registro de Instrumentos Públicos y a la Notaría y 
en el peor de los eventos la terminación del contrato 
por parte de los interesados, lo cual genera litigios y 
multas para las partes.

Es importante resaltar que la entidad pública, una 
YH]�HV�QRWL¿FDGD�GH� OD�1RWDUtD�TXH� OOHYDUi�HO�SURFH-
VR��OH�LQIRUPD�DO�&RQVXPLGRU�)LQDQFLHUR�TXLHQ�GHEHUi�
tramitar los permisos correspondientes en su lugar de 
WUDEDMR��SDUD�SRGHU�GHVSOD]DUVH�D�OD�1RWDUtD�SDUD�OD�¿U-
ma de la escritura, posterior a la revisión de legalidad 
y procedimientos internos de cada notario, el tiempo 
adicional de este trámite dependerá de la disponibili-
GDG�GH�WLHPSR�GHO�D¿OLDGR�SDUD�DFHUFDUVH�D�OD�QRWDUtD�\�
OD�SURJUDPDFLyQ�GH�OD�FLWD�SDUD�OD�¿UPD�GH�OD�HVFULWXUD�
en el despacho notarial, por cuanto no tiene la opción 
libre de escogerlo de acuerdo a sus necesidades y me-
jor prestación del servicio, circunstancia que genera 
demoras, las cuales en un régimen de libre competen-
cia como el consagrado constitucionalmente en el ar-
WtFXOR������VRQ�LQMXVWL¿FDGDV��DIHFWDQGR�GLUHFWDPHQWH�
la prestación del servicio de las entidades públicas so-
metidas al mismo y que requieren igual agilidad que 
una persona jurídica de carácter privado.

Todas estas circunstancias hacen que las entidades 
públicas que tengan contemplado dentro de su objeto 
VRFLDO�OD�SUHVWDFLyQ�GH�SURGXFWRV�¿QDQFLHURV��GHMHQ�GH�
VHU�LJXDO�R�PHMRU�RSFLyQ�TXH�RWUDV�HQWLGDGHV�¿QDQFLH-
UDV�SDUD� ORV�&RQVXPLGRUHV�)LQDQFLHURV� ODV�FXDOHV�QR�
tienen que pasar por todos estos procedimientos que 
dilatan le perfeccionamiento de los créditos.

Con la eliminación del reparto notarial se retoma 
OD�SRVLELOLGDG�SDUD�HO�&RQVXPLGRU�)LQDQFLHUR�GH�SR-
der perfeccionar tanto su acto principal (el cual puede 
consistir en una compraventa) como los accesorios 
(hipoteca) en la notaría de su preferencia, retomando 
la fuerza que el principio de rogación tiene en el dere-
cho notarial.

3URSXHVWD��0RGL¿FDFLyQ�GHO� DUWtFXOR� ���GH� OD�
Ley 1753 de 2015 - Vivienda de Interés Social y 
Vivienda de Interés Prioritario.

(O�DUWtFXOR����GH�OD�/H\����GH�������PRGL¿FDGR�SRU�
el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, señala que en 
cada Plan Nacional de Desarrollo el Gobierno nacio-
nal establecerá el tipo y precio máximo de la vivienda 
de interés social, que es aquella que se desarrolle para 
garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de 
menores ingresos.
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En desarrollo de la mencionada disposición nor-
mativa, el artículo 90 del Plan Nacional de Desarro-
llo 2014-2018 se estableció el valor de las viviendas 
de interés social (VIS) en 135 smmlv y en el pará-
grafo 1º del mismo artículo se estableció un tipo 
de vivienda denominada vivienda de interés social 
prioritario (VIP), cuyo valor máximo será de seten-
ta salarios mínimos mensuales legales vigentes (70 
smmlv).

El parágrafo 1º citado dispone igualmente lo si-
guiente: ³/DV� HQWLGDGHV� WHUULWRULDOHV� TXH� ¿QDQFLHQ�
vivienda en los municipios de categorías 3, 4, 5 y 6 de 
la Ley 617 de 2000, solo podrán hacerla en vivienda 
de interés prioritario”. En consecuencia, a la fecha, 
de acuerdo con la mencionada disposición, las enti-
dades territoriales de las categorías mencionadas solo 
pueden destinar recursos para promover el acceso a 
viviendas de interés social prioritario, es decir, cuyo 
valor no supere los 70 smmlv.

Ahora bien, se debe tener en cuenta que para 
disminuir el déficit de vivienda urbana, es necesa-
rio apoyar el acceso a la vivienda por parte de di-
versos segmentos de la población. En consecuen-
cia, el Gobierno nacional ha creado e implementa-
do diferentes programas tendientes a promover el 
acceso a la vivienda de interés social, para lo cual 
ha tenido en consideración las condiciones socioe-
conómicas particulares de los diferentes grupos 
poblacionales beneficiarios.

De acuerdo con lo expuesto, el Programa de Vi-
vienda Gratuita se dirigió a la población en situación 
especial de vulnerabilidad de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 12 de la Ley 1537 de 2012, y el 
Programa de Vivienda de Interés Prioritario para Aho-
UUDGRUHV��9,3$��VH�FUHy�SDUD�HO�EHQH¿FLR�GH�KRJDUHV�
con capacidad de ahorro y con ingresos inferiores a 2 
salarios mínimos mensuales legales vigentes (smmlv), 
de conformidad con lo dispuesto por el parágrafo 4º 
del artículo 68 de la Ley 49 de 1990, adicionado por el 
artículo 185 de la Ley 1607 de 2012. Ambos progra-
mas se encuentran dirigidos a facilitar el acceso a la 
Vivienda de Interés Prioritario.

En todo caso, de acuerdo con lo señalado por el 
Banco Mundial, cerca del 48% de la población del 
país registra ingresos diarios de entre 10 y 50 dóla-
res per cápita. Lo anterior quiere decir que cerca de 
6,5 millones de hogares hacen parte del segmento de 
ingresos medios, y el 47% de esos hogares no son pro-
pietarios, por lo que su demanda por vivienda es par-
ticularmente pujante.

En esa medida, existen otros segmentos de po-
blación diferentes a los más vulnerables, que deben 
VHU� DQDOL]DGRV� FRQ� HO� ¿Q� GH� JHQHUDU� EHQH¿FLRV� SDUD�
su acceso a soluciones de vivienda. Así, de acuerdo 
a la Encuesta Nacional de Calidad de Vida 2013, con 
cobertura para 29 departamentos del país, se encuen-
tra que en 2013 habitaban en Colombia 13.427.281 
de hogares, de los cuales el 78,2% presentaba ingre-
sos inferiores a los 4 smmlv y aproximadamente el 
26,8% contaba con un nivel de ingreso entre los 2 y 
los 4 smmlv. Este rango de ingresos creció cerca del 
15,39% entre 2010 y 2013.

De los 3.601.258 hogares con ingresos de entre 2 
y 4 smmlv, más de la mitad (1.867.749) habitan en 
arriendo u otra forma de tenencia y presentan una ca-
pacidad de pago para servicios de vivienda que alcan-
]D�ORV����������\�����������$�SHVDU�GH�VHU�XQ�UDQJR�
de ingresos que presenta una capacidad de pago im-
portante y que viene creciendo a tasas superiores al 
15%, lo cierto es que su baja capacidad de ahorro le 
impide articularse al mercado de la vivienda en ausen-
cia de subsidios.

De acuerdo a las estimaciones del Ministerio de Vi-
vienda, aproximadamente 795.941 hogares del rango 
entre 2 y 4 smmlv, presentan una capacidad de ahorro 
efectiva. No obstante dado su nivel de ingreso, sin un 
subsidio familiar de vivienda su capacidad de acceso 
se encuentra limitada a una vivienda con valor inferior 
a 70 smmlv, es decir por debajo del tope de una VIP, 
lo cual no responde a las características de una vivien-
da demandada por este segmento poblacional. Adi-
cionalmente, teniendo en cuenta que bajo el esquema 
de mercado actual se requiere un ahorro del orden del 
30% de la solución habitacional, los hogares del ran-
go de ingreso mencionado tardarían entre 6 y 12 años 
para acumular el monto requerido para la cuota inicial 
de una VIS.

Por las razones expuestas, el Gobierno nacional ad-
virtió la necesidad de crear e implementar el Programa 
de Promoción de Acceso a la Vivienda de Interés So-
cial “Mi Casa Ya” para el segmento de población antes 
descrito y de dar continuidad al Programa de Cober-
tura a la Tasa de Interés para el acceso a una vivienda 
de interés social, a través de créditos hipotecarios o de 
contratos de leasing habitacional, por parte de hogares 
con ingresos de hasta 8 smmlv.

De otra parte, el artículo 3º de la Ley 1537 de 2012 
establece que la coordinación entre las entidades na-
cionales y territoriales se referirá, entre otros, a: “a) 
La articulación y congruencia de las políticas y los 
programas nacionales de vivienda con los de los de-
partamentos y municipio, b) La disposición y transfe-
rencia de recursos para la ejecución del programas de 
vivienda de interés social o interés prioritaria (…)” 
(Resaltado fuera del texto original)

En este orden de ideas, con el propósito de i) 
atender los segmentos de población que demandan 
el acceso a viviendas de interés social que superan 
el tope de una vivienda de interés prioritario, ii) 
generar mayor crecimiento económico en los mu-
nicipios promoviendo la descentralización de la ac-
tividad edificadora, tradicionalmente concentrada 
en los mercados de las grandes capitales del país 
y iii) permitir la articulación y la concurrencia de 
los programas de los entes territoriales de todas las 
categorías con aquellos generados por el Gobierno 
nacional, se propone al honorable Congreso de la 
República, permitir que los municipios de catego-
rías 3, 4, 5 y 6 puedan financiar viviendas de interés 
social, es decir, de hasta 135 smmlv.

3RU�OR�DQWHULRU��VH�SURSRQH�OD�PRGL¿FDFLyQ�GHO�LQ-
ciso primero y el parágrafo 1º del artículo 90 de la 
Ley 1753 de 2015, como se expone a continuación, 
PDQWHQLHQGR�VLQ�PRGL¿FDFLyQ�ORV�SDUiJUDIRV��������\�
4° del referido artículo.
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TÍTULO II
CAPÍTULO I

Artículo 3°. El parágrafo del artículo 15 de la Ley 
400 de 1997 quedará así:
/D� UHYLVLyQ�GH� ORV�GLVHxRV�HVWUXFWXUDOHV�GH�HGL¿-
caciones que requieran del amparo de que trata 
el artículo 7° de la presente ley, así como los de 
ODV� HGL¿FDFLRQHV�FX\R�SUHGLR�R�SUHGLRV�SHUPLWDQ�
superar más de dos mil 2.000) metros cuadrados 
de área construida, independientemente de su uso, 
será realizada a costo de quien solicita la licencia, 
FRQ� XQ� SURIHVLRQDO� SDUWLFXODU�� FDOL¿FDGR� SDUD� WDO�
¿Q��GH�FRQIRUPLGDG�FRQ�ORV�UHTXLVLWRV�HVWDEOHFLGRV�
en el Capítulo III Título VI de esta ley, diferente 
del diseñador o independiente laboralmente de él, 
el cual luego de corregidos los ajustes solicitados 
mediante el Acta de Observaciones emitida por la 
curaduría urbana o la dependencia dela adminis-
tración municipal o distrital encargada de la expe-
dición de licencias de construcción, por medio de 
XQ�PHPRULDO�GLULJLGR�D�HVWD�FHUWL¿FDUi�HO�DOFDQFH�
de la revisión efectuada, el cumplimiento de las 
normas de la presente ley y sus decretos reglam-
HQWDULRV�\�¿UPDUi�ORV�SODQRV�\�GHPiV�GRFXPHQWRV�
técnicos como constancia de haber efectuado la 
revisión.
El profesional encargado de los diseños estruc-
turales será escogido de manera autónoma por el 
solicitante de la licencia. Durante el término que 
requiera el profesional independiente para cer-
WL¿FDU�HO� DOFDQFH�GH� OD� UHYLVLyQ�HIHFWXDGD�� VH�HQ-
tenderán suspendidos los términos del trámite de 
la licencia urbanística respectiva.
Esta revisión también la podrán realizar personas 
MXUtGLFDV� TXH� FXHQWHQ� FRQ� SHUVRQDO� FDOL¿FDGR��
acreditado y registrado que cumpla con los req-
XLVLWRV�GH¿QLGRV�HQ�OD�SUHVHQWH�OH\�SDUD�UHDOL]DU�OD�
revisión de los proyectos estructurales.
Cuando se presenten diferencias entre el diseñador 
estructural y el revisor del proyecto las mismas se 
resolverán de conformidad con el reglamento que 
para tal efecto adopte el Gobierno nacional.

/D�UHYLVLyQ�GH�ORV�GLVHxRV�HVWUXFWXUDOHV�GH�HGL¿FD-
ciones que no requieran del amparo de que trata el 
artículo 7° de la presente ley, así como los de las 
HGL¿FDFLRQHV� FX\R� SUHGLR� R� SUHGLRV� QR� SHUPLWDQ�
superar más de dos mil (2.000) metros cuadrados 
de área construida, independientemente de su uso, 
deberá cumplir con la totalidad de las normas 
previstas en la presente ley y sus decretos regla-
mentarios, recayendo la responsabilidad sobre el 
diseñador estructural, el propietario del predio y el 
titular de la licencia de construcción. Sin perjuicio 
de lo anterior, durante el trámite de la licencia 
se hará una revisión del proyecto estructural por 
parte de los encargados de estudiar y expedir las 
licencias.

TÍTULO II
CAPÍTULO I

Artículo 3°. 6H�PRGL¿FD�el parágrafo del artículo 
15 de la Ley 400 de 1997 el cual quedará así:
/D� UHYLVLyQ�GH� ORV�GLVHxRV�HVWUXFWXUDOHV�GH�HGL¿-
caciones que requieran del amparo de que trata 
el artículo 7° de la presente ley, así como los de 
ODV� HGL¿FDFLRQHV�FX\R�SUHGLR�R�SUHGLRV�SHUPLWDQ�
superar más de dos mil (2.000) metros cuadrados 
de área construida, independientemente de su uso, 
será realizada a costo de quien solicita la licencia, 
FRQ� XQ� SURIHVLRQDO� SDUWLFXODU�� FDOL¿FDGR� SDUD� WDO�
¿Q��GH�FRQIRUPLGDG�FRQ�ORV�UHTXLVLWRV�HVWDEOHFLGRV�
en el Capítulo III Título VI de esta ley, diferente 
del diseñador o independiente laboralmente de él, 
el cual luego de corregidos los ajustes solicitados 
mediante el Acta de Observaciones emitida por la 
curaduría urbana o la dependencia de la adminis-
tración municipal o distrital encargada de la expe-
dición de licencias de construcción, por medio de 
XQ�PHPRULDO�GLULJLGR�D�HVWD�FHUWL¿FDUi�HO�DOFDQFH�
de la revisión efectuada, el cumplimiento de las 
normas de la presente ley y sus decretos reglam-
HQWDULRV�\�¿UPDUi�ORV�SODQRV�\�GHPiV�GRFXPHQWRV�
técnicos como constancia de haber efectuado la 
revisión.
El profesional encargado de los diseños estruc-
turales será escogido de manera autónoma por el 
solicitante de la licencia. Durante el término que 
requiera el profesional independiente para cer-
WL¿FDU�HO� DOFDQFH�GH� OD� UHYLVLyQ�HIHFWXDGD�� VH�HQ-
tenderán suspendidos los términos del trámite de 
la licencia urbanística respectiva.
Esta revisión también la podrán realizar personas 
MXUtGLFDV� TXH� FXHQWHQ� FRQ� SHUVRQDO� FDOL¿FDGR��
acreditado y registrado que cumpla con los req-
XLVLWRV�GH¿QLGRV�HQ�OD�SUHVHQWH�OH\�SDUD�UHDOL]DU�OD�
revisión de los proyectos estructurales.
Cuando se presenten diferencias entre el diseñador 
estructural y el revisor del proyecto las mismas se 
resolverán de conformidad con el reglamento que 
para tal efecto adopte el Gobierno Nacional.
3DUD�HGL¿FDFLRQHV�TXH deban someterse a una 
supervisión técnica de acuerdo con lo estableci-
do en el Título V de la presente ley y sus decre-
tos reglamentarios \�TXH�VH�ORFDOLFHQ�HQ munic-
ipios y distritos donde no se cuente con OD�¿JXUD�
de curador urbano, la revisión de TXH�WUDWD�HVWH�
artículo FRUUHUi�D�FRVWD�GH�TXLHQ solicite la li-
cencia por revisores independientes TXH� FXP-
plan con lo previsto en el presente parágrafo; 
o por FXDOTXLHU�FXUDGRU urbano del país en los 
términos y condiciones TXH�HVWDEOH]FD�HO Gobi-
erno nacional a través del Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio.
/D�UHYLVLyQ�GH�ORV�GLVHxRV�HVWUXFWXUDOHV�GH�HGL¿FD-
ciones que no requieran del amparo de que trata el 
artículo 7° de la presente ley, así como los de las 
HGL¿FDFLRQHV� FX\R� SUHGLR� R� SUHGLRV� QR� SHUPLWDQ�
superar más de dos mil (2.000) metros cuadrados 
de área construida, independientemente de su uso, 
deberá cumplir con la totalidad de las normas 
previstas en la presente ley y sus decretos regla-
mentarios, recayendo la responsabilidad sobre el 
diseñador estructural, el propietario del predio y el 
titular de la licencia de construcción. Sin perjuicio 
de lo anterior, durante el trámite de la licencia 
se hará una revisión del proyecto estructural por 
parte de los encargados de estudiar y expedir las 
licencias.

En aras de asegurar la adecuada revisión técnica 
de los proyectos que requieran supervisión técni-
ca, se considera necesario permitir al curador ur-
bano revisar desarrollos urbanísticos que se locali-
cen fuera de su jurisdicción, en municipios que no 
FXHQWHQ�FRQ�OD�¿JXUD�GHO�FXUDGRU�XUEDQR�
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&XDQGR�OD�HGL¿FDFLyQ�TXH�VH�SUHWHQGH�GHVDUUROODU�
tenga menos de 2.000 m2 de área construida pero 
cuente con la posibilidad de tramitar ampliaciones 
que permitan alcanzar los 2.000 m2 exigidos, en la 
evaluación inicial del diseño estructural se anali-
zará si el mismo soporta la futura ampliación en 
FX\R� FDVR� OD� HGL¿FDFLyQ� SHVH� D� WHQHU� PHQRV� GH�
2.000 m2 deberá contar con la revisión estructural 
de que trata este artículo. 
Cuando en uno o más predios se aprueben distintas 
HGL¿FDFLRQHV�TXH�HQ�FRQMXQWR�VXSHUHQ�ORV�������P2 
de área construida, cada una de ellas independien-
temente de su área construida deberá contar con la 
revisión estructural exigida en este artículo.
Parágrafo. Dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la entrada en vigencia de la presente ley el Gobierno 
nacional reglamentará el alcance de la revisión de 
que trata el presente artículo, así como el alcance 
de la revisión que realiza el curador urbano, y las 
competencias y responsabilidades tanto del revisor 
del proyecto como del curador en los términos de la 
Ley 400 de 1997 y la Ley 388 de 1997.

&XDQGR�OD�HGL¿FDFLyQ�TXH�VH�SUHWHQGH�GHVDUUROODU�
tenga menos de 2.000 m2 de área construida pero 
cuente con la posibilidad de tramitar ampliaciones 
que permitan alcanzar los 2.000 m2 exigidos, en la 
evaluación inicial del diseño estructural se anali-
zará si el mismo soporta la futura ampliación en 
FX\R� FDVR� OD� HGL¿FDFLyQ� SHVH� D� WHQHU� PHQRV� GH�
2.000 m2 deberá contar con la revisión estructural 
de que trata este artículo.
Cuando en uno o más predios se aprueben distintas 
HGL¿FDFLRQHV�TXH�HQ�FRQMXQWR�VXSHUHQ�ORV�������P2 
de área construida, cada una de ellas independien-
temente de su área construida deberá contar con la 
revisión estructural exigida en este artículo.
Parágrafo 2°. Dentro de los seis (6) meses sigui-
entes a la entrada en vigencia de la presente ley el 
Gobierno nacional reglamentará el alcance de la re-
visión de que trata el presente artículo, así como el 
alcance de la revisión que realiza el curador urbano, 
y las competencias y responsabilidades tanto del re-
visor del proyecto como del curador en los términos 
de la Ley 400 de 1997 y la Ley 388 de 1997.
Nuevo. Artículo 7°. Se PRGL¿FD el artículo 
42 de la Ley 1575 de 2012 el cual TXHGDUi así:
Artículo 42. Inspecciones y FHUWL¿FDGRV�GH segu-
ridad. Los cuerpos de bomberos son los órganos 
competentes para la UHDOL]DFLyQ de las labores 
de inspecciones en prevención de incendios y 
seguridad humana en HGL¿FDFLRQHV públicas, 
privadas y particularmente en los establec-
imientos públicos de comercio e industriales, 
informarán a la entidad competente el cum-
plimiento de las normas de seguridad en gen-
eral. De igual manera, para la UHDOL]DFLyQ de 
eventos masivos y/o pirotécnicos, harán cum-
plir toda la normatividad vigente en cuanto a 
la gestión integral del riesgo contra incendio y 
calamidades conexas. Estas inspecciones, con-
templarán los siguientes aspectos:
���5HDOL]DFLyQ de inspección y prueba anual de 
los sistemas de protección contra incendio de 
acuerdo a normativa vigente.
���5HDOL]DFLyQ de inspecciones técnicas planea-
das referentes a incendio y seguridad humana.
Todos los ciudadanos deberán facilitar en 
sus instalaciones las inspecciones de seguridad 
humana y técnicas TXH el cuerpo de bomberos 
realice como medida de prevención y durante 
las acciones de control.
Para efectos de YHUL¿FDU el cumplimiento de 
las normas técnicas de seguridad humana y 
protección contra incendios, los curadores ur-
banos o las secretarías de planeación munici-
pales o distritales, previo a la expedición de las 
licencias de construcción, podrán contratar o 
suscribir convenios con los cuerpos de bomb-
eros para TXH los apoyen en su labor, si así lo 
consideran pertinente.
Lo anterior no exime de responsabilidad algu-
na al Curador Urbano o a la Secretaría de Pla-
QHDFLyQ�PXQLFLSDO�R�GLVWULWDO��TXLHQHV� HQ� WRGRV�
ORV� FDVRV� VRQ� ORV� UHVSRQVDEOHV� GH� YHUL¿FDU el 
cumplimiento de la revisión de los diseños de los 
sistemas de protección contra incendios y seguri-
dad humana de los proyectos de construcciones 
nuevas y/o reformas de acuerdo a la normati-
va vigente. Así mismo, de conformidad con las 
Leyes 388 y 400 de ������ORV�&XUDGRUHV Urbanos 
y las Secretarías de Planeación Municipal o Dis-
trital son los responsables de hacer cumplir las 
normas relacionadas con los trámites de estudio 
y aprobación de licencias urbanísticas.

De conformidad con el artículo 99 de la Ley 388 
de 1997 y el artículo 15 de la Ley 400 de 1997, 
el Decreto 1477 de 2010 establece que el curador 
urbano o la autoridad encargada de estudiar, trami-
WDU�\�H[SHGLU�ODV�OLFHQFLDV��GHEHUi�YHUL¿FDU�HO�FXP-
plimiento de las normas urbanísticas del plan de 
ordenamiento territorial y el reglamento de Sismo 
Resistencia NSR donde se incluyen las disposi-
ciones relativas a la protección contra incendios 
HQ�HGL¿FDFLRQHV���FDStWXORV�-�\�.�GH�OD�165�����
Sin embargo, la Ley 1575 de 2012, por medio de 
la cual se establece la Ley General de Bomberos 
de Colombia, señala dentro de las funciones de la 
Dirección Nacional de Bomberos, la de aprobar, 
coordinar, regular y acompañar en la imple-
mentación, de las políticas globales y los regla-
mentos generales de orden técnico, administrativo 
y operativo que deben cumplir los cuerpos de 
bomberos y sus integrantes para la prestación del 
servicio público esencial, disposición que en la 
práctica ha llevado a interpretar que por virtud 
de tal función, la Dirección Nacional de Bomb-
eros tiene competencia para expedir normas 
técnicas en materia  de construcción referidas a 
la protección contra incendios.

Adicionalmente el artículo 42 ibídem, habilita a 
que el Cuerpo de Bomberos sustituya la función 
GHO� FXUDGRU� XUEDQR�� HQ� FXDQWR� D� OD� YHUL¿FDFLyQ�
de las mencionadas normas de protección contra 
incendios, a efectos de lo cual, permite el co-
bro de tarifas, que incrementan el valor de los 
trámites de licenciamiento urbanístico, e impac-
tan negativamente los índices de construcción a 
nivel nacional, por lo que resulta imperativo mod-
L¿FDU� OD� QRUPD� HQ�PHQFLyQ�GH�OD�IRUPD�FRPR�VH�
propone en este documento.
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Parágrafo 1º. De los recursos generados para 
los cuerpos de bomberos FRQ� TXLHQ� VH� KD\D 
contratado o suscrito los FRQYHQLRV� GH� TXH�
trata este artículo, serán JLUDGRV�� HQ�XQ�SOD]R�
no mayor a un mes, un 30% de estos a la sub-
cuenta de Solidaridad de Bomberos del Fondo 
Nacional de Bomberos. Para el efecto créese la 
Subcuenta de Solidaridad Bomberil dentro del 
Fondo Nacional de %RPEHURV�� ¿QDQFLDGD con 
los recursos antes PHQFLRQDGRV��FRQ�HO�¿Q GH�¿-
nanciar los proyectos de los diferentes cuerpos 
bomberiles del país, dando prioridad a DTXHOORV�
TXH�SUHVWHQ�VXV servicios en los municipios de 
menos de 50.000 habitantes.
En ningún caso, los convenios celebrados entre 
los curadores urbanos y los cuerpos de bomb-
eros podrán establecer costos adicionales sobre 
la expensa para el estudio, trámite y expe-
dición de la respectiva licencia.

TÍTULO II 
CAPÍTULO II

Protección del comprador de vivienda
Nuevo. Artículo 13. Adiciónese un parágrafo 
al artículo 15 de la Ley �� de ����� el cual 
TXHGDUi así:
Parágrafo. Los actos en TXH intervengan las 
Empresas Industriales y Comerciales del Esta-
do, de carácter ¿QDQFLHUR del orden nacional, 
en desarrollo de su labor ¿QDQFLDGRUD de vivi-
enda no se someterán al régimen de reparto.

Se agrega un artículo nuevo al TÍTULO II 
CAPÍTULO II respecto al reparto notarial de ac-
uerdo a lo establecido en la exposición de motivos 
(Eliminación del reparto notarial).

Artículo 13. El artículo 60
de la Ley 842 de 2003 quedará así:
Artículo 60. Iniciación del proceso disciplinario. 
El proceso disciplinario de que trata el presente 
título se iniciará:
1. Por queja interpuesta por cualquier persona 
natural o jurídica, la cual deberá formularse por 
escrito ante el Consejo Seccional o Regional 
del Consejo Profesional de Ingeniería respectivo, 
correspondiente  a la jurisdicción territorial del 
lugar en  que se haya cometido el último acto 
constitutivo de la falta o en defecto de este, 
DQWH�HO�&RQVHMR� �6HFFLRQDO�R�5HJLRQDO�JHRJUi¿-
camente más cercano.

'LFKD�TXHMD�GHEHUi�UDWL¿FDUVH�FRQIRUPH�DO�DUWtFXOR�
61 de la presente ley.
���'H�R¿FLR�VLQ�QHFHVLGDG�GH�DXWRUL]DFLyQ�DOJXQD��
en los casos de público conocimiento o hecho no-
torio y cuya gravedad lo amerite.
Parágrafo. La Asesoría Jurídica del Consejo Profe-
VLRQDO�GH�,QJHQLHUtD�UHVSHFWLYR�X�R¿FLQD�TXH�KDJD�
VXV�YHFHV��UHVROYHUi�WRGRV�ORV�FDVRV�GH�FRQÀLFWRV�
de competencias, decisión de única instancia y en 
contra de la cual no procederá recurso alguno.

Artículo 15. El artículo 60
de la Ley 842 de 2003 quedará así:
Artículo 60. Iniciación del proceso disciplinario. 
El proceso disciplinario de que trata el presente 
título se iniciará:
1. Por queja interpuesta por cualquier persona 
natural o jurídica, la cual deberá formularse por 
escrito ante el Consejo Seccional o Regional 
del Consejo Profesional de Ingeniería respectivo, 
correspondiente a la jurisdicción territorial del 
lugar en que se haya cometido el último acto con-
stitutivo de la falta o en defecto de este, ante el 
Consejo Seccional o Regional. *HRJUi¿FD-
mente más cercano.
Parágrafo. En los lugares en donde no exis-
ta el Consejo Seccional o Regional, se podrá 
LQWHUSRQHU� OD� TXHMD� DQWH� HO�3HUVRQHUR�0XQLF-
LSDO��\� HVWH� UHDOL]DUi� HO� WUiPLWH� DQWH� OD� HQWL-
dad competente.
'LFKD� TXHMD� GHEHUi� UDWL¿FDUVH� FRQIRUPH� DO� DUWt-
culo 61 de la presente ley.
��� 'H� R¿FLR� VLQ�QHFHVLGDG� GH� DXWRUL]DFLyQ� DOJX-
na, en los casos de público conocimiento o hecho 
notorio y cuya gravedad lo amerite.
Parágrafo. La Asesoría Jurídica del Consejo Pro-
IHVLRQDO� GH� ,QJHQLHUtD� UHVSHFWLYR� X� R¿FLQD� TXH�
haga sus veces, resolverá todos los casos de 
FRQÀLFWRV� GH� FRPSHWHQFLDV�� GHFLVLyQ� GH� única 
instancia y en contra de la cual no procederá 
recurso alguno.

Se consideran pertinentes estos ajustes dado la 
GL¿FXOWDG� TXH� VH� SUHVHQWD� SDUD� DOJXQRV� FLXGDGD-
nos el hecho de tener que trasladarse a la capital 
del Departamento para realizar estas quejas.

Artículo 27. Incompatibilidades para el ejercicio 
de la función del curador urbano. Además de 
las incompatibilidades previstas en la Le y 734 
de 2002, es incompatible con la función de los 
curadores urbanos:
1. Desempeñar cargo o empleo público o priva-
do o celebrar en interés propio, directamente 
o por interpuesta persona, contrato alguno con 
entidades públicas o con personas privadas que 
manejen recursos públicos, salvo las excepciones 
legales.

Artículo 29. Incompatibilidades para el ejercicio 
de la función del curador urbano. Además de las 
incompatibilidades previstas en la Ley 734 de 
2002, es incompatible con la función de los cura-
dores urbanos:
1. Desempeñar cargo o empleo público o priva-
do o celebrar en interés propio, directamente 
o por interpuesta persona, contrato alguno con 
entidades públicas o con personas privadas que 
manejen recursos públicos, salvo las excepciones 
legales.

Se le agrega la palabra universitaria al numeral 
5 para mayor claridad.
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2. Gestionar o intervenir, directa o indirecta-
mente, en la gestión de negocios o ser apod-
erado ante entidades del respectivo municipio 
o distrito.
3. Ejercer cargos de representación política, in-
scribirse como candidato a cualquier cargo de 
elección popular durante el período para el cual 
fue elegido o tomar parte en las actividades de 
los partidos políticos sin perjuicio de ejercer el 
derecho al sufragio.
4. Ser socio, asesor, conductor, miembro de jun-
tas, consejos directivos o representante legal de 
personas jurídicas que desarrollen actividades de 
diseño arquitectónico, urbanístico o de construc-
ción, o asociadas al desarrollo urbano en cual-
quier jurisdicción.
5. Ejercer cualquier profesión liberal fuera del 
ejercicio propio del curador urbano, salvo la do-
cencia. 
Parágrafo. Al curador en ejercicio de sus fun-
ciones le están prohibidas las conductas señala-
das en el artículo 35 de la Ley 734 de 2002.

2. Gestionar o intervenir, directa o indirecta-
mente, en la gestión de negocios o ser apod-
erado ante entidades del respectivo municipio 
o distrito.
3. Ejercer cargos de representación política, in-
scribirse como candidato a cualquier cargo de 
elección popular durante el período para el cual 
fue elegido o tomar parte en las actividades de 
los partidos políticos sin perjuicio de ejercer el 
derecho al sufragio.
4. Ser socio, asesor, conductor, miembro de jun-
tas, consejos directivos o representante legal de 
personas jurídicas que desarrollen actividades de 
diseño arquitectónico, urbanístico o de construc-
ción, o asociadas al desarrollo urbano en cual-
quier jurisdicción.
5. Ejercer cualquier profesión liberal fuera del 
ejercicio propio del curador urbano, salvo la do-
cencia universitaria.
 Parágrafo. Al curador en ejercicio de sus fun-
ciones le están prohibidas las conductas señala-
das en el artículo 35 de la Ley 734 de 2002.

TÍTULO V
CAPÍTULO I

Otras disposiciones
Artículo 36. Las curadoras urbanos y los cura-
dores urbanos de todos los distritos y municipios 
del país deberán hacer entrega en tiempo real de 
la información pertinente sobre las solicitudes, 
expediciones y aprobaciones de todos los actos 
administrativos de licenciamiento urbanístico, a 
¿Q� GH� TXH� HVWRV� SXHGDQ� HMHUFHU� FRQ� RSRUWXQLGDG�
\�H¿FDFLD�ORV�UHVSHFWLYRV�SURFHVRV�GH�YLJLODQFLD�\�
control del desarrollo inmobiliario. Para el efecto 
cada ente territorial acordará con las curadurías 
urbanas respectivas los medios para el reporte de 
la información. 

Parágrafo 1°. El incumplimiento en la entrega de 
información a los entes territoriales sobre expedi-
ciones, y aprobaciones de actos administrativos 
después de 30 días de haber sido expedidos por 
parte de los servidores públicos encargados, se 
constituirá como falta disciplinaria grave. 
Parágrafo 2°. Los alcaldes municipales y distrita-
les podrán conferir a organizaciones o agremiacio-
nes de profesionales idóneas, el control posterior 
de los proyectos que han sido objeto de la expedi-
ción de licencias de urbanización y construcción, 
en cualquiera de sus modalidades. 

TÍTULO V
CAPÍTULO I

Otras disposiciones
Artículo 36. Los curadores urbanos y las sec-
retarías de planeación de todos los distritos y 
municipios del país deberán hacer entrega en 
tiempo real de la información pertinente sobre 
las solicitudes, expediciones y aprobaciones de 
todos los actos administrativos de licenciamien-
WR� XUEDQtVWLFR�� D� ¿Q� GH� TXH� HVWRV� SXHGDQ� HMHU-
FHU� FRQ� RSRUWXQLGDG� \� H¿FDFLD� ORV� UHVSHFWLYRV�
procesos de vigilancia y control del desarrollo 
urbanístico e inmobiliario. Para el efecto cada 
ente territorial acordará con las curadurías ur-
banas respectivas los medios para el reporte de 
la información. 
Parágrafo 1°. El incumplimiento en la entrega de 
información a los entes territoriales sobre expedi-
ciones, y aprobaciones de actos administrativos 
después de 30 días de haber sido expedidos por 
parte de los servidores públicos encargados, se 
constituirá como falta disciplinaria grave. 
Parágrafo 2°. Los alcaldes municipales y distrita-
les podrán conferir a organizaciones o agremiacio-
nes de profesionales idóneas, el control posterior 
de los proyectos que han sido objeto de la expedi-
ción de licencias de urbanización y construcción, 
en cualquiera de sus modalidades. 

Se ajusta un error de redacción.

$UWtFXOR� ���� 0RGL¿FDU� HO� LQFLVR� SULPHUR� \� HO�
SDUiJUDIR����GHO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\������GH�
������ORV�FXDOHV�TXHGDUiQ�DVt��
³$UWtFXOR� ����9LYLHQGD� GH� ,QWHUpV� VRFLDO� \�9L-
vienda de Interés Prioritario. De conformidad 
FRQ�HO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\�����GH�������OD�YL-
vienda de interés social es la unidad habitacio-
QDO� TXH� FXPSOH� FRQ� ORV� HVWiQGDUHV� GH� FDOLGDG�
HQ�GLVHxR�XUEDQtVWLFR��DUTXLWHFWyQLFR�\�GH�FRQV-
trucción y cuyo valor no exceda ciento treinta y 
cinco salarios mínimos mensuales legales vigen-
tes (135 smmlv). 
/DV� HQWLGDGHV� WHUULWRULDOHV� TXH� ¿QDQFLHQ� YL-
vienda en los municipios de categorías 3, 4, 5 y 
6 de la Ley 617 de 2000, solo podrán hacerlo en 
vivienda de interés social. 
Parágrafo 1°. Se establecerá un tipo de vi-
vienda denominada vivienda de interés social 
prioritario, cuyo valor máximo será de setenta 
salarios mínimos mensuales legales vigentes (70 
smmlv).” 

6H�SURSRQH� OD�PRGL¿FDFLyQ�GHO� LQFLVR�SULPHUR�\�
el parágrafo 1º del artículo 90 de la Ley 1753 de 
2015,
en este orden de ideas. Lo anterior con el propósito 
de i) atender los segmentos de población que de-
mandan el acceso a viviendas de interés social que 
superan el tope de una vivienda de interés priori-
tario, ii) generar mayor crecimiento económico en 
los municipios promoviendo la descentralización 
GH�OD�DFWLYLGDG�HGL¿FDGRUD��WUDGLFLRQDOPHQWH�FRQ-
centrada en los mercados de las grandes capitales 
del país y iii permitir la articulación y la concu-
rrencia de los programas de los entes territoriales 
de todas las categorías con aquellos generados por 
el Gobierno Nacional, se propone al honorable 
Congreso de la República, permitir que los mu-
QLFLSLRV�GH�FDWHJRUtDV���������\���SXHGDQ�¿QDQFLDU�
viviendas de interés social, es decir, de hasta 135 
smmlv. 
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TEXTO APROBADO EN SEGUNDO  
DEBATE CÁMARA

TEXTO PROPUESTO PARA TERCER  
DEBATE SENADO JUSTIFICACIÓN

Artículo 36. Vigencia. La presente ley entrará en 
vigencia un (1) año después de su promulgación. 
Esta ley subroga los artículos 15, 18 y 19 de la Ley 
400 de 1997, adiciona el artículo 2° de la Ley 810 
de 2003, y deroga todas las disposiciones que le 
sean contrarias, en especial el artículo 64 de la Ley 
��GH�������PRGL¿FDGR�SRU�HO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\�
3ª de 1991, y el numeral 2 del literal k) del artículo 
48 de la Ley 400 de 1997. 

$UWtFXOR� ����Vigencia. La presente ley regirá a 
partir de su promulgación, salvo lo establecido 
en el Título IV el cual entrará en vigencia un (1) 
año después de su promulgación. Esta ley subroga 
los artículos 15, 18 y 19 de la Ley 400 de 1997, 
adiciona el artículo 2° de la Ley 810 de 2003, y 
deroga todas las disposiciones que le sean contra-
rias, en especial el artículo 64 de la Ley 9 de 1989, 
PRGL¿FDGR�SRU�HO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\����GH�������
y el numeral 2 del literal k del artículo 48 de la Ley 
400 de 1997 y el inciso primero del artículo 44 
de la Ley 1537 de 2012. 

6H�PRGL¿FD�HO�DUWtFXOR�SDUD�PD\RU�FODULGDG��

V. TEXTO PROPUESTO PARA TERCER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 138 DE 2016 

SENADO, 111 DE 2014 CÁMARA
por la cual se establecen medidas enfocadas a la 
protección del comprador de vivienda, el incremento 
GH� OD� VHJXULGDG� GH� ODV� HGL¿FDFLRQHV� \� HO� IRUWDOHFL-
miento de la función pública que ejercen los 
curadores, se asignan unas funciones a la Superin-
tendencia de Notariado y Registro y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I 

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. Generar medidas enfoca-
das a la protección del comprador de vivienda, el 
LQFUHPHQWR� GH� OD� VHJXULGDG� GH� ODV� HGL¿FDFLRQHV� el 
fortalecimiento de la función pública que ejercen los 
curadores urbanos y establecer otras funciones a la Su-
perintendencia de Notariado y Registro.

Artículo 2°. 'H¿QLFLRQHV. Para efectos de la 
presente ley se tendrán en cuenta las siguientes 
GH¿QLFLRQHV�

1. Constructor: Entiéndase por constructor el pro-
fesional, persona natural o jurídica, bajo cuya res-
ponsabilidad se adelanta la construcción de vivienda 
QXHYD�\�TXH�¿JXUD�FRPR�FRQVWUXFWRU�UHVSRQVDEOH�HQ�OD�
licencia de construcción.

2. Enajenador de vivienda: Se entiende que es 
enajenador de vivienda nueva, quien detente la pro-
piedad del predio según títulos de propiedad y pre-
tenda trasladar por primera vez las unidades habitacio-
nales.

Cuando se constituyan patrimonios autónomos o 
personas jurídicas que se vinculen para desarrollar el 
proyecto de vivienda, se deberá prever en los corres-
SRQGLHQWHV� FRQWUDWRV�¿GXFLDULRV�R� HVWDWXWRV� VRFLDOHV��
quién responde por las obligaciones del enajenador 
durante el período en que debe cubrirse el amparo 
patrimonial. Quienes omitan esta obligación, res-
ponderán solidariamente por el amparo de que trata la 
presente ley.

��� 9LYLHQGD� QXHYD�� (V� DTXHOOD� HGL¿FDFLyQ� TXH�
permite desarrollar unidades para el uso habitacional 
\� FX\DV� XQLGDGHV� UHVXOWDQWHV� VH� WUDQV¿HUDQ� GXUDQWH�
el periodo de cubrimiento del amparo patrimonial de 
que trata la presente ley; aprobadas mediante licencia 

de construcción en las modalidades de obra nueva y 
reconstrucción.

4. Unidad Estructuralmente Independiente: Con-
junto de elementos estructurales que ensamblados 
están en capacidad de soportar las cargas gravitacio-
nales y fuerzas horizontales que se generan en una 
HGL¿FDFLyQ individual o arquitectónicamente inde-
pendiente, trasmitiéndolas al suelo de fundación.

TÍTULO II 

CAPÍTULO I

Revisión de diseños y supervisión técnica  
GH�ODV�HGL¿FDFLRQHV

$UWtFXOR����6H�PRGL¿FD�HO�SDUiJUDIR�GHO�DUWtFXOR����
de la Ley 400 de 1997 el cual quedará así:

/D� UHYLVLyQ� GH� ORV� GLVHxRV� HVWUXFWXUDOHV� GH� HGL¿-
caciones que requieran del amparo de que trata el 
artículo 7° de la presente ley, así como los de las 
HGL¿FDFLRQHV� FX\R� SUHGLR� R� SUHGLRV� SHUPLWDQ� VX-
perar más de dos mil (2.000) metros cuadrados 
de área construida, independientemente de su uso, 
será realizada a costo de quien solicita la licencia, con 
un profesional SDUWLFXODU�� FDOL¿FDGR� SDUD� WDO� ¿Q�� GH�
conformidad con los requisitos establecidos en el Ca-
pítulo III Título VI de esta ley, diferente del diseñador 
o independiente laboralmente de él, el cual luego de 
corregidos los ajustes solicitados mediante el Acta 
de Observaciones emitida por la curaduría urbana 
o la dependencia de la administración municipal o 
distrital encargada de la expedición de licencias de 
construcción, por medio de un memorial dirigido a 
HVWD�FHUWL¿FDUi�HO�DOFDQFH�GH�OD�UHYLVLyQ�HIHFWXDGD��HO 
cumplimiento de las normas de la presente ley y sus 
GHFUHWRV� UHJODPHQWDULRV� \� ¿UPDUi� ORV� SODQRV� \� GH-
más documentos técnicos como constancia de haber 
efectuado la revisión.

El profesional encargado de los diseños estruc-
turales será escogido de manera autónoma por el 
solicitante de la licencia.

Durante el término que requiera el profesional 
LQGHSHQGLHQWH� SDUD� FHUWL¿FDU� HO� DOFDQFH� GH� OD� UHYL-
sión efectuada, se entenderán suspendidos los tér-
minos del trámite de la licencia urbanística respectiva.

Esta revisión también la podrán realizar personas 
MXUtGLFDV�TXH�FXHQWHQ�FRQ�SHUVRQDO�FDOL¿FDGR��DFUHGL-
tado y registrado que cumpla con los requisitos de-
¿QLGRV� HQ� OD� SUHVHQWH�OH\� SDUD� UHDOL]DU� OD� UHYLVLyQ�
de los proyectos estructurales.
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Cuando se presenten diferencias entre el diseñador 
estructural y el revisor del proyecto las mismas se 
resolverán de conformidad con el reglamento que 
para tal efecto adopte el Gobierno nacional.

3DUD� HGL¿FDFLRQHV� TXH�GHEDQ� VRPHWHUVH� D� XQD�
supervisión técnica de acuerdo con lo establecido 
en el Título V de la presente ley y sus decretos re-
glamentarios y que se localicen en municipios y 
GLVWULWRV� GRQGH� QR� VH�FXHQWH� FRQ� OD� ¿JXUD� GH� FXUD-
dor urbano, la revisión de que trata este artículo 
correrá a costa de quien solicite la licencia por 
revisores independientes que cumplan con lo previsto 
en el presente parágrafo; o por cualquier Curador Ur-
bano del país en los términos y condiciones que 
establezca el Gobierno nacional a través del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio.

/D� UHYLVLyQ� GH� ORV� GLVHxRV� HVWUXFWXUDOHV� GH� HGL¿-
caciones que no requieran del amparo de que trata 
el artículo 7° de la presente ley, así como los de 
ODV� HGL¿FDFLRQHV� FX\R� SUHGLR� R� SUHGLRV� QR� SHUPLWDQ�
superar más de dos mil (2.000) metros cuadrados 
de área construida, independientemente de su uso, 
deberá cumplir con la totalidad de las normas pre-
vistas en la presente ley y sus decretos reglamenta-
rios, recayendo la responsabilidad sobre el diseñador 
estructural, el propietario del predio y el titular de la 
licencia de construcción. Sin perjuicio de lo anterior, 
durante el trámite de la licencia se hará una revisión 
del proyecto estructural por parte de los encargados 
de estudiar y expedir las licencias.

&XDQGR� OD� HGL¿FDFLyQ� TXH� VH� SUHWHQGH� GHVDUUROODU�
tenga menos de 2.000 m2 de área construida pero cuen-
te con la posibilidad de tramitar ampliaciones que per-
mitan alcanzar los 2.000 m2 exigidos, en la evaluación 
inicial del diseño estructural se analizará si el mismo 
soporta la IXWXUD�DPSOLDFLyQ�HQ�FX\R�FDVR�OD�HGL¿FDFLyQ�
pese a tener menos de 2.000 m2 deberá contar con la 
revisión estructural de que trata este artículo.

Cuando en uno o más predios se aprueben distin-
WDV� HGL¿FDFLRQHV� TXH� HQ� FRQMXQWR�VXSHUHQ� ORV�������
m2 de área construida, cada una de ellas independien-
temente de su área construida deberá contar con la 
revisión estructural exigida en este artículo.

Parágrafo 2°. Dentro de los seis (6) meses siguien-
tes a la entrada en vigencia de la presente ley el Go-
bierno nacional reglamentará el alcance de la revisión 
de que trata el presente artículo, así como el al-
cance de la revisión que realiza el curador urbano, 
y las competencias y responsabilidades tanto del re-
visor del proyecto como del curador en los términos 
de la Ley 400 de 1997 y la Ley 388 de 1997.

Artículo 4°. El artículo 18 de la Ley 400 de 1997 
quedará así:

Artículo 18. Obligatoriedad. La construcción de 
los proyectos de vivienda que requieran amparo de 
que trata el artículo 7° de la presente ley, así como 
ORV� GH� ODV� HGL¿FDFLRQHV� FX\R� SUHGLR� R� SUHGLRV� SHU-
mitan superar más de dos mil (2.000) metros cua-
drados de área construida, independientemente de 
su uso, deberá someterse a una supervisión técnica 
independiente del constructor, de acuerdo con lo 
establecido en este título y en los decretos reglamen-
tarios correspondientes.

/D� FRQVWUXFFLyQ� GH� HGL¿FDFLRQHV� TXH� QR� UHTXLH-
ran del amparo de que trata el artículo 7° de la 
SUHVHQWH� OH\��DVt�FRPR� ORV�GH� ODV�HGL¿FDFLRQHV� FX\R�
predio o predios no permitan superar más de dos mil 
(2.000) metros cuadrados de área construida, inde-
pendientemente de su uso, deberá ejecutarse con-
forme a lo aprobado en la licencia de construcción 
recayendo la responsabilidad sobre el constructor, 
diseñador estructural, el propietario del predio y el 
titular de la licencia de construcción.

En todo caso el diseñador estructural o ingenie-
ro geotecnista podrá exigir supervisión técnica a 
ODV� HGL¿FDFLRQHV� FX\D� FRPSOHMLGDG�� SURFHGLPLHQWRV�
constructivos especiales o materiales empleados la 
hagan necesaria, consignando este requisito mediante 
memorial que se anexará al proyecto estructural y/o al 
estudio geotécnico correspondiente.

&XDQGR�OD�HGL¿FDFLyQ�TXH�VH�SUHWHQGH�GHVDUUROODU�
tenga menos de 2.000 m2 de área construida pero 
cuente con la posibilidad de tramitar ampliaciones 
que permitan alcanzar los 2.000 m2 exigidos, en la 
evaluación inicial del diseño estructural se analizará si 
el mismo soporta la futura ampliación en cuyo caso 
OD�HGL¿FDFLyQ�SHVH�D�WHQHU�PHQRV�GH�������P2 deberá 
contar con la supervisión técnica.

Cuando en uno o más predios se aprueben distin-
WDV� HGL¿FDFLRQHV� TXH� HQ� FRQMXQWR�VXSHUHQ� ORV�������
m2 de área construida, cada una de ellas independien-
temente de su área construida deberá contar con la 
supervisión técnica exigida en este artículo.

Parágrafo 1°. Corresponde al Gobierno nacional 
GH¿QLU� ODV� IXQFLRQHV� alcance, procedimientos, docu-
mentos y responsabilidades relacionados con la su-
pervisión técnica de que trata la presente ley.

Parágrafo 2°. Se excluyen las estructuras que se 
diseñen y construyan siguiendo las recomendaciones 
presentadas en el Título E de la reglamentación.

Parágrafo 3°. La supervisión de que trata este ar-
tículo se exigirá sin perjuicio de la obligación que 
tiene el constructor de realizar todos los contro-
les de calidad que esta ley y sus reglamentos exigen 
para garantizar TXH� OD� HGL¿FDFLyQ� VH� HMHFXWH� GH�
FRQIRUPLGDG� FRQ� ORV� SODQRV�� GLVHxRV� \� HVSHFL¿FD-
ciones técnicas aprobados en la respectiva licencia. 
Para ello, el constructor, durante el desarrollo de la 
obra, deberá contar con la participación del diseña-
dor estructural del proyecto y del ingeniero geotec-
nista responsables de los planos y estudios aprobados, 
quienes deberán atender las consultas y aclaraciones 
que solicite el constructor y/o el supervisor técnico. 
Tales consultas y aclaraciones deberán quedar regis-
tradas y documentadas en el proceso de supervisión de 
la obra.

Parágrafo 4°. La supervisión de que trata el pre-
sente artículo también la podrán realizar personas 
MXUtGLFDV� TXH� FXHQWHQ� FRQ� SHUVRQDO� FDOL¿FDGR� acre-
ditado y registrado que cumpla con los requisitos 
GH¿QLGRV� HQ� OD presente ley para realizar la supervi-
sión técnica.

Cuando se presenten diferencias entre el construc-
tor y el supervisor técnico del proyecto, las mismas 
se resolverán de conformidad con el reglamento 
que para tal efecto adopte el Gobierno nacional.
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Artículo 5°. El artículo 19 de la Ley 400 de 1997 
quedará así:

Artículo 19. (GL¿FDFLRQHV� TXH� QR� UHTXLHUHQ� VX-
pervisión técnica. (Q�DTXHOODV� HGL¿FDFLRQHV� TXH�� GH�
conformidad con el artículo anterior, están exentas 
de supervisión técnica independiente, el constructor 
tiene la obligación de realizar los controles mínimos 
de calidad que esta ley y sus reglamentos exigen 
SDUD�JDUDQWL]DU�TXH� OD� HGL¿FDFLyQ�VH� HMHFXWH�GH�FRQ-
formidad con los SODQRV�� GLVHxRV� \� HVSHFL¿FDFLRQHV�
técnicas aprobadas en la respectiva licencia. Para 
ello, el constructor, durante el desarrollo de la obra, 
deberá contar con la participación del diseñador 
estructural del proyecto y del ingeniero geotecnista 
responsables de los planos y estudios aprobados, 
quienes deberán atender las consultas y aclaraciones 
que solicite el constructor. Tales consultas y aclara-
ciones deberán quedar registradas y documentadas en 
el proceso de ejecución de la obra.

Artículo 6°. &HUWL¿FDFLyQ� WpFQLFD� GH� RFXSDFLyQ. 
Una vez concluidas las obras aprobadas en la res-
pectiva licencia de construcción y previamente a la 
RFXSDFLyQ� GH� QXHYDV� HGL¿FDFLRQHV�� HO� VXSHUYLVRU�
técnico independiente deberá expedir bajo la grave-
GDG� GH� MXUDPHQWR� OD� FHUWL¿FDFLyQ� WpFQLFD� GH� RFXSD-
FLyQ�GH�OD�UHVSHFWLYD�REUD��HQ�HO�FXDO�VH�FHUWL¿FDUi�TXH�
la obra contó con la supervisión correspondiente y 
TXH�OD�HGL¿FDFLyQ�VH�HMHFXWy�GH�FRQIRUPLGDG� FRQ� ORV�
SODQRV�� GLVHxRV� \� HVSHFL¿FDFLRQHV� WpFQLFDV� estruc-
turales y geotécnicas exigidas por el Reglamento 
Colombiano de Construcciones Sismorresistentes y 
aprobadas en la respectiva licencia.

$� OD� FHUWL¿FDFLyQ� WpFQLFD� GH� RFXSDFLyQ� VH� DQH-
xarán las actas de supervisión, las cuales no reque-
ULUiQ� GH� SURWRFROL]DFLyQ�� /D� FHUWL¿FDFLyQ� WpFQLFD� GH�
ocupación deberá protocolizarse mediante escritura 
pública otorgada por el enajenador del predio la 
cual se inscribirá en el folio de matrícula inmobilia-
ria del predio o predios sobre los cuales se desarrolla 
la HGL¿FDFLyQ�� DVt� FRPR� HQ� ORV� IROLRV� GH� PDWUtFXOD�
inmobiliaria de las unidades privadas resultantes de 
los proyectos que se sometan al régimen de propiedad 
horizontal o instrumento que permita generar nuevas 
unidades de vivienda. En los proyectos de construc-
ción por etapas de que trata la Ley 675 de 2001, 
SDUD� FDGD� XQD� GH� ODV� QXHYDV� HGL¿FDFLRQHV� VH�GHEHUi�
proceder de la manera prevista en este artículo.

Copia de las actas de la supervisión técnica inde-
pendiente que se expidan durante el desarrollo de la 
REUD� DVt� FRPR� OD� FHUWL¿FDFLyQ� WpFQLFD� GH� RFXSDFLyQ�
serán remitidas a las autoridades encargadas de ejercer 
el control urbano en el municipio o distrito y serán de 
público conocimiento.

3DUiJUDIR� ���� (Q� ORV� FDVRV�� GH� HGL¿FDFLRQHV�
conformadas por unidades estructuralmente inde-
pendientes, una vez concluidas las obras de cada 
una de estas y previamente a su ocupación se podrá 
H[SHGLU�XQ�FHUWL¿FDGR técnico de ocupación por uni-
dad estructuralmente independientes. En este caso, el 
FHUWL¿FDGR�WpFQLFR�GH�RFXSDFLyQ�GHEHUi�SURWRFROL]DUVH�
en los folios de matrícula inmobiliaria de las unidades 
privadas de la respectiva unidad estructuralmente in-
dependiente.

Parágrafo 2°. En todo caso, para los efectos de 
control durante la obra, la autoridad municipal o dis-
trital competente podrá realizar visitas y controles 
periódicos a la ejecución de las construcciones, cuya 
evidencia y resultados se consignarán en las actas de 
supervisión independientes y en las de inspección 
que realicen las autoridades encargadas de ejercer 
el control urbano.

3DUiJUDIR�����/D�YHUL¿FDFLyQ�GHO�FXPSOLPLHQWR�GH�
las normas urbanísticas corresponderá a las autori-
dades municipales y distritales, quienes ejercerán 
el control urbano de conformidad con lo previsto en 
el artículo 61 del Decreto número 2150 de 1995 y 
el artículo 109 de la Ley 388 de 1997, por lo cual no 
VHUi�REMHWR�GH�OD�FHUWL¿FDFLyQ�GH�TXH�WUDWD�HO�SUHVHQWH�
artículo ni podrá condicionar su expedición.

$UWtFXOR� ���� 6H� PRGL¿FD� HO� DUWtFXOR� ��� GH� OD� OH\�
1575 de 2012 el cual quedará así:

Artículo 42. ,QVSHFFLRQHV� \� FHUWL¿FDGRV� GH� VH-
guridad. Los cuerpos de bomberos son los órganos 
competentes para la realización de las labores de 
inspecciones en prevención de incendios y seguri-
GDG� KXPDQD� HQ� HGL¿FDFLRQHV� S~EOLFDV�� SULYDGDV� \�
particularmente en los establecimientos públicos de 
comercio e industriales, e informarán a la entidad 
competente el cumplimiento de las normas de seguri-
dad en general. De igual manera, para la realización 
de eventos masivos y/o pirotécnicos, harán cum-
plir toda la normativa vigente en cuanto a la gestión 
integral del riesgo contra incendio y calamidades 
conexas. Estas inspecciones, contemplarán los si-
guientes aspectos:

1. Realización de inspección y prueba anual de 
los sistemas de protección contra incendio de acuer-
do a la normativa vigente.

2. Realización de inspecciones técnicas planeadas 
referentes a incendio y seguridad humana.

Todos los ciudadanos deberán facilitar en sus ins-
talaciones las inspecciones de seguridad humana y 
técnicas que el cuerpo de bomberos realice como me-
dida de prevención y durante las acciones de control.

3DUD� HIHFWRV� GH� YHUL¿FDU� HO� FXPSOLPLHQWR� GH� ODV�
normas técnicas de seguridad humana y protección 
contra incendios, los curadores urbanos o las secreta-
rías de planeación municipales o distritales, previo 
a la expedición de las licencias de construcción, po-
drán contratar o suscribir convenios con los cuerpos 
de bomberos para que los apoyen en su labor, si así lo 
consideran pertinente.

Lo anterior no exime de responsabilidad alguna al 
Curador Urbano o a la Secretaría de Planeación mu-
nicipal o distrital, quienes en todos los casos son los 
UHVSRQVDEOHV� GH� YHUL¿FDU� HO� FXPSOLPLHQWR� GH� OD� UH-
visión de los diseños de los sistemas de protección 
contra incendios y seguridad humana de los proyec-
tos de construcciones nuevas y/o reformas de acuerdo 
a la normativa vigente. Así mismo, de conformidad 
con las Leyes 388 y 400 de 1997, los Curadores Ur-
banos y las Secretarías de Planeación Municipal o 
Distrital son los responsables de hacer cumplir las 
normas relacionadas con los trámites de estudio y 
aprobación de licencias urbanísticas.
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Parágrafo 1º. De los recursos generados para los 
cuerpos de bomberos con quien se haya contratado o 
suscrito los convenios de que trata este artículo, serán 
girados, en un plazo no mayor a un mes, un 30% de 
estos a la subcuenta de Solidaridad de Bomberos del 
)RQGR�1DFLRQDO�GH�%RPEHURV��3DUD�HO�HIHFWR�FUpHVH�OD�
Subcuenta de Solidaridad Bomberil GHQWUR�GHO�)RQGR�
1DFLRQDO�GH�%RPEHURV��¿QDQFLDGD�FRQ�ORV�UHFXUVRV�DQ-
WHV�PHQFLRQDGRV��FRQ�HO�¿Q�GH�¿QDQFLDU�ORV�SUR\HFWRV�
de los diferentes cuerpos bomberiles del país, dando 
prioridad a aquellos que presten sus servicios en los 
municipios de menos de 50.000 habitantes.

En ningún caso, los convenios celebrados entre 
los curadores urbanos y los cuerpos de bomberos 
podrán establecer costos adicionales sobre la ex-
pensa para el estudio, trámite y expedición de la res-
pectiva licencia.

CAPÍTULO II
Protección del comprador de vivienda

Artículo 8°. Obligación de amparar los perjuicios 
patrimoniales. En el evento que dentro de los diez 
(10) años siguientes a la expedición de la &HUWL¿FD-
ción Técnica de Ocupación de una vivienda nueva, 
se presente alguna de las situaciones contempladas 
en el numeral 3 del artículo 2060 del Código Civil, el 
constructor o el enajenador de vivienda nueva, estará 
obligado a cubrir los perjuicios patrimoniales causa-
dos a los propietarios que se vean afectados.

Parágrafo. El constructor o el enajenador de vivien-
da nueva podrá amparar los perjuicios patrimoniales 
a los que hace referencia la presente ley a través 
GH�VX�SDWULPRQLR��JDUDQWtDV�EDQFDULDV��SURGXFWRV�¿QDQ-
cieros o seguros, entre otros. El Gobierno nacional 
reglamentará la materia.

Artículo 9°. La obligación de amparar los perjui-
cios patrimoniales aplicará a las nuevas unidades 
de vivienda en los proyectos que se sometan al 
régimen de propiedad h o rizontal, unidades inmo-
biliarias cerradas, loteo individual o cualquier otro 
sistema que genere diferentes unidades inmobiliarias 
para transferirlas a terceros cuando se trate de cinco 
(5) o más unidades habitacionales.

En los proyectos de uso mixto que incluyan vivien-
da, la obligación prevista en el presente artículo, tam-
bién será exigible para todas las unidades de vivienda, 
de conformidad con lo previsto en el inciso anterior.

Parágrafo. La persona que construya una o varias 
viviendas para su uso propio no tendrá la obligación 
contenida en el presente artículo, siempre y cuando 
QR�WUDQV¿HUD�D�QLQJ~Q�WtWXOR�FXDOTXLHUD�GH�ODV�XQLGDGHV�
de vivienda durante el término en que se debe garan-
tizar el amparo de perjuicios patrimoniales. En este 
caso, dicho término se contabilizará a partir de la 
H[SHGLFLyQ�GH�OD�FHUWL¿FDFLyQ�WpFQLFD�GH�RFXSDFLyQ�

Artículo 10. Obligación de notarios y registra-
dores. Los notarios y registradores de instrumentos 
públicos no procederán a otorgar ni inscribir res-
pectivamente ninguna escritura de transferencia de 
la propiedad inmuebles hasta tanto se cumpla con 
OD� REOLJDFLyQ� GH�SURWRFROL]DU�H� LQVFULELU� OD�FHUWL¿FD-
ción técnica de ocupación de la manera prevista en el 
DUWtFXOR�DQWHULRU��/D�FHUWL¿FDFLyQ�WpFQLFD�GH�RFXSDFLyQ�
podrá protocolizarse en el mismo acto de transfe-
rencia o en actos independientes.

Artículo 11. Adiciónese el artículo 2° de la Ley 
810 de 2003 con el siguiente numeral:

6. Multas sucesivas mensuales de veinticinco 
(25) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
sin que en ningún caso supere los trescientos 300 sa-
larios mínimos legales mensuales para los titulares de 
licencias de construcción, constructores responsables 
y enajenadores de vivienda que permitan la ocupa-
FLyQ�GH�HGL¿FDFLRQHV�QXHYDV�VLQ�KDEHU�SURWRFROL]DGR�
\�UHJLVWUDGR�OD�FHUWL¿FDFLyQ�WpFQLFD�GH�RFXSDFLyQ��(V-
tas multas se aplicarán por cada unidad privada que 
se ocupe sin haber cumplido con la protocolización 
\�UHJLVWUR�GH�OD�FHUWL¿FDFLyQ�WpFQLFD�GH�RFXSDFLyQ�

Artículo 12. Registro Único Nacional de Profesio-
nales Acreditados. Créase el Registro Único Nacio-
nal de Profesionales Acreditados para adelantar las 
labores de diseño, revisión y supervisión de que trata 
la Ley 400 de 1997, el cual será administrado por el 
Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y Pro-
IHVLRQHV� $¿QHV� �&RSQLD�� \� WHQGUi� FRPR� LQVXPR�
OD� FDOL¿FDFLyQ� GHO examen de acreditación, que se 
realizará de acuerdo con términos y condiciones que 
establezca el Reglamento Colombiano de Construc-
ciones Sismorresistentes; y el reporte de sanciones 
suministrado por el Consejo Profesional Nacional de 
,QJHQLHUtD�\�3URIHVLRQHV�$¿QHV��&RSQLD��\�HO Conse-
jo Profesional Nacional de Arquitectura y sus Profe-
siones Auxiliares (CPNAA).

El Gobierno nacional establecerá las condicio-
nes para la operación del registro único nacional.

Artículo 13. Adiciónese un parágrafo al artículo 
15 de la Ley 29 de 1973, el cual quedará así:

Parágrafo. Los actos en que intervengan las Em-
presas Industriales y Comerciales del Estado, de ca-
UiFWHU� ¿QDQFLHUR� GHO� RUGHQ� QDFLRQDO�� HQ�GHVDUUROOR�
GH�VX�ODERU�¿QDQFLDGRUD�GH�YLYLHQGD�QR�VH�VRPHWHUiQ�
al régimen de reparto.

TÍTULO III 
CAPÍTULO I

Régimen de incompatibilidades
Artículo 14. Régimen de incompatibilidades. Los 

profesionales que realicen labores de revisión de 
diseños o supervisión técnica independiente de la 
construcción estarán sujetos al siguiente régimen de 
incompatibilidades y no podrán actuar como tales:

1. Respecto de proyectos en que les corresponda 
intervenir profesionalmente en cualquier otra calidad.

2. Respecto de proyectos en los que tenga algu-
na participación a título de socio, gerente, director, 
administrador, propietario, diseñador, constructor, ac-
FLRQLVWD�R�¿GHLFRPLWHQWH�

3. Respecto de proyectos a ejecutar en predios 
que pertenezcan a sus parientes hasta el cuarto grado 
GH�FRQVDQJXLQLGDG�R�VHJXQGR�GH�D¿QLGDG�

4. Respecto de proyectos en los que tenga 
participación o intereses comerciales de cualquier 
naturaleza.

Artículo 15. El artículo 60 de la Ley 842 de 2003 
quedará así:
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Artículo 60. Iniciación del proceso disciplinario. 
El proceso disciplinario de que trata el presente título 
se iniciará:

1. Por queja interpuesta por cualquier persona 
natural o jurídica, la cual deberá formularse por 
escrito ante el Consejo Seccional o Regional del 
Consejo Profesional de Ingeniería respectivo, corres-
pondiente a la jurisdicción territorial del lugar en 
que se haya cometido el último acto constitutivo 
de la falta, o en defecto de este, ante el Consejo 
Seccional o Regional.

Parágrafo. En los lugares en donde no exista el 
Consejo Seccional o Regional se podrá interponer la 
queja ante el personero municipal, y este realizará el 
trámite ante la entidad competente.

'LFKD�TXHMD�GHEHUi�UDWL¿FDUVH�FRQIRUPH�DO�DUWtFXOR�
61 de la presente ley.

���'H�R¿FLR��VLQ�QHFHVLGDG�GH�DXWRUL]DFLyQ�DOJXQD��
en los casos de público conocimiento o hecho notorio 
y cuya gravedad lo amerite.

Parágrafo. La Asesoría Jurídica del Consejo Pro-
IHVLRQDO� GH� ,QJHQLHUtD� UHVSHFWLYR�� X� R¿FLQD� TXH�
haga sus veces, resolverá todos los casos de con-
ÀLFWRV� GH� FRPSHWHQFLDV�� GHFLVLyQ� GH� ~QLFD� LQVWDQFLD�
y en contra de la cual no procederá recurso alguno.

Artículo 16. El artículo 63 de la Ley 842 de 2003 
quedará así:

Artículo 63. Investigación preliminar. La inves-
tigación preliminar formal tendrán una duración de 
hasta seis (6) meses, prorrogables hasta por la mitad 
del término si fueren varias las faltas o los investiga-
dos, o si faltaren pruebas que decretar, pero si no 
hubiere pruebas que decretar, o habiéndose practica-
do las ordenadas, se procederá mediante auto del Se-
cretario Seccional, según el caso, con la formulación 
de cargos o con el archivo, o con el auto que ordena 
el traslado de diez (10) días para alegar de conclu-
sión. En este último caso, una vez vencido el término 
señalado, el 6HFUHWDULR�6HFFLRQDO� FDOL¿FDUi� HO�PpULWR�
de la investigación mediante informe y lo presentará 
a la junta seccional para la adopción de la decisión de 
primera instancia.

Parágrafo. El proceso disciplinario de que trata el 
presente artículo prescribirá al cabo de cinco (5) 
años desde el auto de apertura de la investigación 
preliminar, y en él podrán actuar, dentro de la etapa 
formal de la investigación, como abogados defenso-
UHV� GH� R¿FLR�� ORV� HVWXGLDQWHV� GH�FRQVXOWRULR�MXUtGLFR�

Artículo 17. El artículo 68 de la Ley 842 de 2003 
quedará así:

Artículo 68. Etapa probatoria. Vencido el término 
de traslado, la Secretaría Seccional decretará las prue-
bas solicitadas por el investigado y las demás que de 
R¿FLR�FRQVLGHUH�FRQGXFHQWHV�\�SHUWLQHQWHV��PHGLDQWH�
auto contra el cual no procede recurso alguno, y el 
cual deberá ser comunicado al profesional disciplina-
do. El término probatorio será de seis (6) meses.

Artículo 18. Ejecutoriada la sanción de suspensión 
o de cancelación impuesta conforme a lo dispuesto en 
la Ley 842 de 2003, el sancionado no podrá ejercer 
durante el término de la sanción su profesión en el 
sector público o privado, lo que implicará, además, 

su desvinculación inmediata del empleo, cargo, re-
presentación o dignidad que ostente, o la terminación 
del contrato si accedió a ellos con motivo o en razón 
de su profesión.

Artículo 19. El profesional sancionado con can-
celación del registro profesional, conforme a la Ley 
842 de 2003, podrá ser rehabilitado luego de transcu-
rridos diez (10) años, siempre que no haya incum-
plido la sanción impuesta y apruebe los cursos de 
capacitación que se establezcan para tal ¿Q��6L�HO�SUR-
fesional no obtiene la rehabilitación pasados los diez 
(10) años, podrá intentar la aprobación de los cursos 
de capacitación una vez cada tres (3) años.

El procedimiento de la rehabilitación será regla-
mentado por el Gobierno nacional.

TÍTULO IV 
CAPÍTULO I

De la selección de curadores urbanos
Artículo 20. Funciones de la Superintendencia de 

Notariado y Registro. Además de las funciones 
previstas en la ley, serán atribuciones de la Super-
intendencia de Notariado y Registro en relación con 
los curadores urbanos, las siguientes:

1. Adelantar el concurso nacional habilitante para 
la designación de curadores urbanos, sobre toda la 
normatividad del orden nacional vigente en los temas 
relacionados con urbanismo y construcción.

2. Tramitar y hacer seguimiento a las peticiones, 
quejas y reclamos que formulen los usuarios en re-
lación con el servicio de los curadores urbanos.

���(Q�FXDOTXLHU�PRPHQWR��GH�PDQHUD�R¿FLRVD�R�D�
petición de las entidades de control, adelantar los pro-
cesos disciplinarios a los curadores urbanos, a través 
de la Superintendencia Delegada para Curadurías, se-
gún lo dispuesto en la presente ley.

4. Imponer sanciones a los curadores urbanos, 
sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría 
General de la Nación en asuntos disciplinarios. En 
primera instancia por la Superintendencia Delegada 
para Curadurías y en segunda instancia por el Super-
intendente de Notariado y Registro.

5. Realizar visitas generales y/o especiales a las cu-
radurías, en materia de vigilancia preventiva.

6. Ordenar medidas necesarias para subsanar o 
prevenir irregularidades o situaciones anormales.

7. Solicitar información y realizar visitas de inspec-
ción.

Artículo 21. Proceso de selección de curadores 
urbanos. Corresponde a la Superintendencia de Nota-
riado y Registro adelantar el Concurso nacional habi-
litante de méritos para la designación de los curadores 
urbanos en los municipios y distritos que cuenten con 
OD� ¿JXUD� R� TXH� RSWHQ� SRU� HOOD�� GH� DFXHUGR� FRQ� ORV�
términos y condiciones que para el efecto se señalen 
en la presente ley.

Artículo 22. Gastos del concurso. Los gastos 
que demande el Concurso nacional habilitante para 
la designación de curadores urbanos se harán con 
cargo al presupuesto de la Superintendencia de Nota-
riado y Registro.
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Artículo 23. Concurso y lista de elegibles. La 
Superintendencia de Notariado y Registro adelantará 
un Concurso nacional habilitante para el ingreso al 
cargo de curador urbano.

Parágrafo 1°. Corresponde a la Superintendencia 
de Notariado y Registro determinar la forma de acre-
ditar los requisitos, la fecha y lugar de realización del 
concurso, y el cronograma respectivo, todo lo cual se 
indicará en la convocatoria pública que se ajustará 
en todo a las disposiciones de la presente ley.

Parágrafo 2°. La lista de elegibles tendrá una 
vigencia de tres (3) años, contados a partir del 
PRPHQWR� HQ� TXH� TXHGH� HQ� ¿UPH�� \� VHUYLUi� SDUD�
proveer el reemplazo de los curadores urbanos en el 
caso de faltas temporales y absolutas señaladas en la 
presente ley.

Artículo 24. Para ser designado curador deben 
cumplirse los siguientes requisitos:

1. Ser ciudadano colombiano en ejercicio, o ex-
tranjero residente legalmente en el país, no mayor 
de 65 años y estar en pleno goce de los derechos 
civiles de acuerdo con la Constitución nacional y las 
leyes civiles.

2. Poseer título profesional de arquitecto, inge-
niero civil, abogado o en áreas de las ciencias so-
ciales, económicas o de la administración y posgrado 
en derecho urbano, urbanismo, políticas de suelo; pla-
QL¿FDFLyQ territorial, regional o urbana.

3. Acreditar una experiencia laboral mínima de 
diez (10) años en el ejercicio de actividades de desa-
UUROOR�R�OD�SODQL¿FDFLyQ�XUEDQD�

4. No estar incurso en alguna de las causales de 
inhabilidad determinadas en la presente ley.

5. Acreditar la colaboración del grupo interdisci-
plinario especializado que apoyará la labor del cura-
dor urbano.

6. Inscribirse, ser admitido y formar parte de la 
lista de elegibles conformada en el Concurso nacio-
nal habilitante adelantado por la Superintendencia 
de Notariado y Registro, así como en el concurso 
territorial adelantado por la autoridad distrital o 
municipal competente, con la tutela de la Superin-
tendencia de Notariado y Registro, en los términos 
de la presente ley.

Artículo 25. Designación. Corresponderá al al-
calde municipal o distrital designar a los cura-
dores urbanos, de conformidad con el resultado 
del Concurso nacional habilitante realizado por 
la Superintendencia de Notariado y Registro, y el 
concurso territorial adelantado por las autoridades 
municipales y/o distritales, conforme al reglamento 
que para el efecto expida el Gobierno nacional.

El aspirante que haya superado el Concurso na-
cional habilitante y que desee ejercer como curador 
en un distrito o municipio, deberá además, superar 
un concurso territorial adelantado por la autoridad 
municipal o distrital competente.

El concurso territorial estará compuesto de las si-
guientes pruebas:

1. Normas municipales, distritales y nacionales en 
PDWHULD�GH�GHVDUUROOR�\�SODQL¿FDFLyQ�XUEDQD�\�WHUUL-
torial.

2. Normas urbanísticas del Plan de Ordenamien-
to Territorial o los instrumentos que lo desarrollen y 
complementen.

3. Entrevista colegiada conformada por el al-
calde municipal o distrital respectivo, y un (1) re-
presentante de la Superintendencia Delegada de Cu-
radurías Urbanas de la Superintendencia de Notariado 
y Registro.

Parágrafo. Al menos uno de los miembros del 
grupo interdisciplinario deberá reunir las mismas ca-
lidades del curador para suplirlo en los casos de faltas 
temporales, en los términos establecidos en la presente 
ley.

CAPÍTULO II
Del régimen disciplinario y la vigilancia  

de los curadores urbanos
Artículo 26. Régimen disciplinario de los curado-

res urbanos. A los curadores urbanos se les aplica, en 
el ejercicio de sus funciones públicas y en lo pertinen-
te, el régimen disciplinario de la Ley 734 de 2002 o la 
QRUPD�TXH�OD�DGLFLRQH��PRGL¿TXH�R�VXVWLWX\D�

Artículo 27. Vigilancia y control. El régimen 
disciplinario especial para los curadores urbanos 
se aplicará por parte de la Superintendencia de 
Notariado y Registro, sin perjuicio del poder pre-
ferente que podrá ejercer la Procuraduría General 
de la Nación. Para adelantar las funciones de vigi-
lancia y control de curadores urbanos previstas en 
la presente ley, créase en la Superintendencia de 
Notariado y Registro la Superintendencia Delega-
da para Curadurías.

Artículo 28. Inhabilidades para ser designado cu-
rador urbano. Además de las inhabilidades previstas 
en el artículo 54 de la Ley 734 de 2002, o la ley que lo 
PRGL¿TXH�R�GHURJXH��VH�DSOLFDUiQ�ODV�VLJXLHQWHV�

1. Quienes hayan sido sancionados o excluidos del 
ejercicio de una profesión o hayan sido condenados 
a pena privativa de la libertad, salvo por delitos po-
líticos o culposos.

2. Quienes hayan sido condenados por la comi-
sión de delitos que afecten el patrimonio del Estado.

3. Quienes hayan sido sancionados disciplinaria-
mente con destitución o suspensión en el ejercicio 
de un cargo público o el desempeño de una fun-
ción pública.

4. Quienes hayan sido declarados responsables 
¿VFDOPHQWH�� HQ� ORV� WpUPLQRV�GHO�DUWtFXOR����GH�OD�/H\�
734 de 2002.

5. Quienes padezcan cualquier afección física o 
mental que comprometa la capacidad necesaria para 
el debido desempeño de las funciones como cu-
rador urbano.

6. Quien con su conducta dolosa o gravemente cul-
posa haya dado lugar a condenas contra el Estado en 
ejercicio de su función como curador urbano en perío-
do anterior.
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7. Quienes hayan sido objeto de pena privativa de 
la libertad, a excepción de delitos políticos.

Artículo 29. Incompatibilidades para el ejercicio 
de la función del curador urbano. Además de las 
incompatibilidades previstas en la Ley 734 de 2002, es 
incompatible con la función de los curadores urbanos:

1. Desempeñar cargo o empleo público o priva-
do, o celebrar en interés propio, directamente o por 
interpuesta persona, contrato alguno con entidades 
públicas o con personas privadas que manejen re-
cursos públicos, salvo las excepciones legales.

2. Gestionar o intervenir, directa o indirectamente, 
en la gestión de negocios o ser apoderado ante enti-
dades del respectivo municipio o distrito.

3. Ejercer cargos de representación política, inscri-
birse como candidato a cualquier cargo de elección 
popular durante el período para el cual fue elegido, 
o tomar parte en las actividades de los partidos políti-
cos sin perjuicio de ejercer el derecho al sufragio.

4. Ser socio, asesor, consultor, miembro de jun-
tas, consejos directivos o representante legal de per-
sonas jurídicas que desarrollen actividades de diseño 
arquitectónico, urbanístico o de construcción, o aso-
ciadas al desarrollo urbano en cualquier jurisdicción.

5. Ejercer cualquier profesión liberal fuera del 
ejercicio propio del curador urbano, salvo la docencia 
universitaria.

Parágrafo. Al curador en ejercicio de sus funcio-
nes le están prohibidas las conductas señaladas en el 
artículo 35 de la Ley 734 de 2002.

Artículo 30. Impedimentos del curador urbano. 
Como garantía de imparcialidad, además de las cau-
sales de impedimento y recusación establecidas en 
el Código General del Proceso, el curador urbano 
deberá declararse impedido para conocer de la 
VROLFLWXG� VL� HQ� pO� VH� FRQ¿JXUD� FXDOTXLHUD� GH� ODV�
siguientes causales:

1. Tener él, o sus parientes hasta el cuarto grado de 
FRQVDQJXLQLGDG��VHJXQGR�GH�D¿QLGDG�R�~QLFR�FLYLO��LQWH-
rés directo o indirecto en el trámite solicitado.

2. Ser él, su cónyuge, compañero permanente o 
alguno de sus parientes indicados, socio o represen-
tante legal de la persona interesada en el trámite so-
licitado.

3. Ser el solicitante de la licencia dependiente, 
mandatario o administrador de los negocios del cura-
dor o de alguno de los miembros del grupo interdis-
ciplinario.

4. Haber intervenido en la decisión comercial o 
¿QDQFLHUD�� GLVHxR� R� HODERUDFLyQ�GHO�SUR\HFWR�REMHWR�
del trámite solicitado.

5. Haber emitido conceptos o de cualquier ma-
nera intervenido en asesorías respecto del inmueble 
objeto de solicitud de licencia por fuera de las ac-
tividades de la curaduría urbana, dentro de los 5 
años inmediatamente anteriores a ser elegido curador.

El curador deberá declararse impedido, por escri-
to y de manera motivada, para negarse a conocer de 
alguna solicitud.

En caso de que no se declare impedido, los in-
teresados podrán, en cualquier tiempo, recusar al 
curador urbano ante el Superintendente de Notariado 
y Registro, quien en caso de encontrar probada la cau-
sal, ordenará separar del conocimiento de la solicitud 
al curador recusado.

Así mismo, en caso de haber culminado el respec-
tivo trámite en presencia de alguna de las anteriores 
causales, las mismas podrán ser invocadas para 
solicitar la revocatoria o nulidad de la decisión. 
En estos casos se seguirán los procedimientos ad-
ministrativos y judiciales correspondientes, previstos 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Artículo 31. Faltas gravísimas de los curadores 
urbanos. Además de las señaladas en el artículo 55 
de la Ley 734 de 2002, o la ley que la PRGL¿TXH�� GH-
rogue o subrogue, constituyen faltas disciplinarias 
gravísimas y por lo tanto dan lugar a la acción e im-
posición de la sanción correspondiente, las siguientes:

1. El empleo de propaganda de índole comercial 
o de incentivos de cualquier orden para estimular al 
público a demandar sus servicios. Lo anterior no 
incluye la posibilidad de que cada curador cuente 
con una dirección, sitio de Internet donde informe 
sobre los servicios que presta y demás temas propios 
de la función.

2. Negarse a prestar el servicio sin justa causa.

3. Omitir el cumplimiento de los requisitos en la 
prestación de sus servicios.

���'HMDU� GH� DVLVWLU� LQMXVWL¿FDGDPHQWH� D� OD� R¿FLQD��
o cerrarla sin motivo legal, o limitar indebidamente 
las horas de despacho al público.

5. El incumplimiento de los deberes previstos en 
los numerales 1, 2, 4, 5, 6, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 16, 17, 
18, 24, 38 y 39 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 o 
OD�OH\�TXH�OR�PRGL¿TXH��GHURJXH�R�VXEURJXH�

6. La violación del régimen de prohibiciones, esta-
blecido en los numerales 1, 3, 6, 7, 10, 11, 12, 17, 23, 
24, 29 y 31 del artículo 35 de la Ley 734 de 2002 o la 
OH\�TXH�OR�PRGL¿TXH��GHURJXH�R�VXEURJXH�

��� ,QFXPSOLU� LQMXVWL¿FDGDPHQWH� ORV�SOD]RV�SUHYLV-
tos en la ley para resolver una solicitud de licencia.

8. Cobrar como expensas, montos distintos a los 
autorizados por el Gobierno nacional, o recibir en 
especie el pago o parte de pago de las mismas.

9. Omitir la exigencia del pago de los impuestos, 
gravámenes, tasas, participaciones o contribuciones, 
asociados a la expedición de licencias. En todo caso, 
QR�FRUUHVSRQGHUi�D�ORV�FXUDGRUHV�XUEDQRV�OD�YHUL¿FD-
ción del cumplimiento de las obligaciones tributarias 
asociadas a la expedición de la licencia.

10. Actuar incurso en causales de competencia 
desleal en los términos del Código de Comercio.

Artículo 32. Sanciones. Los curadores urbanos 
estarán sometidos al régimen de sanciones previsto 
para los particulares que ejercen funciones públicas 
HQ�OD�/H\�����GH������R�OD�OH\�TXH�OR�PRGL¿TXH��GHUR-
gue o subrogue.
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Artículo 33. Aplicación del Código Disciplinario 
Único. A los curadores urbanos, como destinatarios 
de la ley disciplinaria, se les aplicará en lo pertinen-
te los principios rectores, los términos de prescripción 
de la acción y de la disciplinaria, el procedimien-
to, las causales de exclusión de responsabilidad, las 
causales de extinción de la acción disciplinaria y de 
la sanción, el régimen de impedimentos y re-
cusaciones, los derechos del investigado y demás 
reglas de la actuación procesal previstas en el Código 
Disciplinario Único.

CAPÍTULO III

Tasa de vigilancia

Artículo 34. Sostenibilidad de la vigilancia. Con 
HO� ¿Q� GH� JDUDQWL]DU� OD sostenibilidad de la vigilan-
cia que realizará la Superintendencia de Notariado y 
Registro sobre la función pública que ejercen los 
curadores urbanos, el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio en ejercicio de las facultades que le otor-
ga la ley reglamentará el porcentaje de incremento a 
las expensas que se cobran a los solicitantes del trá-
mite o licencias urbanísticas, de manera que los costos 
asociados a la prestación del servicio de vigilancia de 
que trata el presente artículo, sean recuperados.

Artículo 35. Fondo Cuenta de Curadurías. Créa-
VH� XQ� )RQGR� &XHQWD� VLQ� SHUVRQHUtD� MXUtGLFD�� HO� FXDO�
se formará con el porcentaje de las expensas que 
se destine a la sostenibilidad de la vigilancia que 
ejercerá la Superintendencia de Notariado y Registro.

El Superintendente de Notariado y Registro será 
el representante legal del )RQGR�\� HO� RUGHQDGRU� GHO�
gasto.

TÍTULO V 

CAPÍTULO I

Otras disposiciones

Artículo 36. Los curadores urbanos y las secre-
tarías de planeación de todos los distritos y muni-
cipios del país deberán hacer entrega en tiempo real 
de la información pertinente sobre las solicitudes, 
expediciones y aprobaciones de todos los actos ad-
ministrativos de licenciamiento XUEDQtVWLFR�� D�¿Q� GH�
TXH� HVWRV� SXHGDQ� HMHUFHU� FRQ�RSRUWXQLGDG� \� H¿FDFLD 
los respectivos procesos de vigilancia y control del 
desarrollo urbanístico e inmobiliario. Para el efecto 
cada ente territorial acordará con las curadurías 
urbanas respectivas los medios para el reporte de 
la información.

Parágrafo 1°. El incumplimiento en la entrega de 
información a los entes territoriales sobre expedi-
ciones, y aprobaciones de actos administrativos des-
pués de 30 días de haber sido expedidos por parte 
de los servidores públicos encargados, se constituirá 
como falta disciplinaria grave.

Parágrafo 2°. Los alcaldes municipales y distrita-
les podrán conferir a organizaciones o agremiaciones 
de profesionales idóneas, el control posterior de los 
proyectos que han sido objeto de la expedición de li-
cencias de urbanización y construcción, en cualquiera 
de sus modalidades.

$UWtFXOR������0RGL¿FDU�HO� LQFLVR�SULPHUR�\�HO�SD-
rágrafo 1º del artículo 90 de la Ley 1753 de 2015, los 
cuales quedarán así:

Artículo 90. Vivienda de Interés social y Vivienda 
de Interés Prioritario. De conformidad con el ar-
tículo 91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de 
interés social es la unidad habitacional que cumple 
con los estándares de calidad en diseño urbanístico, 
arquitectónico y de construcción y cuyo valor no 
exceda ciento treinta y cinco salarios mínimos men-
suales legales vigentes (135 smmlv). Las entidades 
WHUULWRULDOHV�TXH�¿QDQFLHQ�YLYLHQGD�HQ� ORV�PXQLFLSLRV�
de categorías 3, 4, 5 y 6 de la Ley 617 de 2000, solo 
podrán hacerlo en vivienda de interés social.

Parágrafo 1°. Se establecerá un tipo de vivienda 
denominada vivienda de interés social prioritario, 
cuyo valor máximo será de setenta salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (70 smmlv).

Artículo 38. Régimen de transición. Las dispo-
siciones de la presente ley, serán aplicables a los 
proyectos cuya licencia de construcción en las moda-
OLGDGHV�GH¿QLGDV�HQ�HVWD�QRUPDWLYLGDG�VH�UDGLTXHQ�HQ�
legal y debida forma después de la entrada en vi-
gencia de la presente ley, incluidas aquellas estruc-
WXUDV�FRQVWUXLGDV�HQ�PDWHULDOHV�DOWHUQDWLYRV��GH¿QLGDV�
en el Capítulo II, artículo 8° a 14 de la Ley 400 de 
�����R� HQ�DTXHOODV�GLVSRVLFLRQHV�TXH�OD�PRGL¿TXHQ�R�
complementen.

Artículo 39. Vigencia. La presente ley regirá a 
partir de su promulgación, salvo lo establecido en 
el Título IV el cual entrará en vigencia un (1) año 
después de su promulgación. Esta ley subroga los 
artículos 15, 18 y 19 de la Ley 400 de 1997, adicio-
na el artículo 2° de la Ley 810 de 2003, y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias, en es-
pecial el DUWtFXOR����GH�OD�/H\����GH�������PRGL¿FDGR�
por el artículo 40 de la Ley 3ª de 1991, y el numeral 2 
del literal k) del artículo 48 de la Ley 400 de 1997 y el 
inciso primero del artículo 44 de la Ley 1537 de 2012.

VI. PROPOSICIÓN
Por las consideraciones anteriores, solicitamos a 

los honorables Senadores y Senadoras de la Comi-
VLyQ� 6pSWLPD�� \� FRQ� ODV� PRGL¿FDFLRQHV realizadas 
según el texto propuesto, dar tercer debate al Pro-
yecto de Ley 138 de 2016 Senado, 111 de 2014 
Cámara “Por la cual se establecen medidas enfo-
cadas a la protección del comprador de vivienda, 
el LQFUHPHQWR�GH� OD� VHJXULGDG�GH� ODV� HGL¿FDFLRQHV� \�
el fortalecimiento de la función pública que ejercen 
los curadores, se asignan unas funciones a la Super-
intendencia de Notariado y Registro y se dictan otras 
disposiciones”.

De los honorables Senadores,
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COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veintiún (21) días del mes de 

abril del año dos mil dieciséis (2016) - 
En la presente fecha se autoriza la publicación en 

Gaceta del Congreso de la República, el siguiente 
informe de ponencia para primer debate.

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el 
inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011. 

El secretario,

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2016

C O N T E N I D O
Gaceta número 169 -  Jueves, 21 de abril de 2016

SENADO DE LA REPÚBLICA
PONENCIAS

Informe de ponencia para primer  debate al Proyecto 
de ley número 87 de 2015, Senado, por medio de la 
cual se regula el servicio de Transporte Asistencial 
Especializado (TAE), de pacientes en condición de 
discapacidad y/o de urgencias no vitales ................... 1

Informe de ponencia para primer debate y texto pro-
puesto  al Proyecto de ley 136 de 2015 Senado - 003 
de 2015 Cámara, por medio del cual se garantiza el 
acceso en condiciones de universalidad al derecho 
prestacional de pago de prima de servicios para 
trabajadores doméstico .............................................. 7

Ponencia positiva para primer debate y texto propuesto al 
Proyecto de ley número 138 de 2016 Senado, 111 
de 2014 Cámara, por la cual se establecen medidas 
enfocadas a la protección del comprador de vivienda, 
HO�LQFUHPHQWR�GH�OD�VHJXULGDG�GH�ODV�HGL¿FDFLRQHV�\�
el fortalecimiento de la función pública que ejercen 
los curadores, se asignan unas funciones a la Super-
intendencia de Notariado y Registro y se dictan otras 
disposiciones ............................................................. 1 0
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